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RESUMEN 
El presente caso enmarca una controversia entre la Municipalidad Distrital de 

San Borja y la empresa Andean Telecom Partners S.R.L, debido a la prohibición 

para la instalación de infraestructura de telecomunicaciones y la imposición de 

condiciones adicionales para el despliegue, las cuales se establecieron mediante 

el Oficio No. 301-2019 y Acta de Paralización No. 062-2019.  

 

En tanto ello cabe cuestionarnos si la municipalidad ha condicionado la 

instalación del poste de la empresa denunciante desde una correcta 

interpretación de la autonomía municipal o, por el contrario, no ha considerado 

los límites establecidos tanto a la ley como la jurisprudencia. En este último caso, 

los actos administrativos configurarían barreras burocráticas ilegales en la 

medida en que implicarían un cuestionamiento a la Ley No. 29022 - Ley para la 

Expansión de Infraestructura en Telecomunicaciones y su reglamento.  

 

Esto último resalta un tema esencial en el análisis efectuado por la CEB y es el 

régimen de aprobación de autorización para el despliegue de infraestructura, 

enmarcado en la Ley No. 29022 y reglamento. Este establece un procedimiento 

de aprobación automática, el mismo que tiene como finalidad satisfacer el 

incremento de la demanda actual del servicio de telecomunicaciones. En tanto 

ello, en el Perú, el régimen de eliminación de barreras burocráticas resulta 

relevante para para la promoción de la infraestructura de telecomunicación, de 

modo que en casos como el denunciado por Andean Telecom Partners, 

observamos una actuación municipal que contraviene lo dispuesto por la Ley No. 

29022.  

 
 
 
Palabras clave 
Infraestructura de telecomunicaciones, barreras burocráticas, autonomía 

municipal, acto administrativo y aprobación automática 

 



2 
 

ABSTRACT 

This case frames a controversy between the District Municipality of San Borja 

and the company Andean Telecom Partners S.R.L, due to the prohibition on the 

installation of telecommunications infrastructure and the imposition of additional 

conditions for the deployment, which are established by Official Letter No. 301-

2019 and Stoppage Act No. 062-2019.  

 

Therefore, we must question whether the Municipality has conditioned the 

installation of the complainant company's pole based on a correct interpretation 

of municipal autonomy or, on the contrary, has not considered the limits 

established by both law and jurisprudence. In the latter case, the administrative 

acts would configure illegal bureaucratic barriers to the extent that they would 

imply a questioning of Law No. 29022 - Law for the Expansion of 

Telecommunications Infrastructure and its regulations.  

 

The latter highlights an essential issue in the analysis carried out by the CEB and 

that is the authorization approval regime for the deployment of infrastructure, 

framed in Law No. 29022 and its regulations. This establishes an automatic 

approval procedure, which aims to satisfy the increase in current demand for 

telecommunications service. Meanwhile, in Peru, the regime for eliminating 

bureaucratic barriers is relevant for the promotion of telecommunications 

infrastructure, so that in cases such as the one reported by Andean Telecom 

Partners, we observe a municipal action that contravenes the provisions of the 

Law. No. 29022. 

 

 

 

 

 Keywords 

Bureaucratic barriers, telecommunications infrastructure, municipal autonomy, 

administrative act and automatic approval 
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I. INTRODUCCIÓN 
 

1.1 Justificación de la elección de la resolución  
 
La Resolución No. 0573-2019/CEB-INDECOPI (en adelante, “Resolución No. 

0573-2019”) del expediente No. 000200-2019/CEB es relevante por los múltiples 

asuntos que aborda y que son de mi especial interés: el régimen de eliminación 

de barreras burocráticas y el sector telecomunicaciones. Ambos se encuentran 

vinculados al desarrollo tecnológico, económico y social que considero son 

sustanciales para el crecimiento del Perú.  

 

Estos tres aspectos se interrelacionan en la problemática contenida en el caso 

materia de análisis y que presentaré en los siguientes apartados. No obstante, 

en esta sección me centraré en mi interés por la resolución escogida.  

 

En esta resolución observamos la implicancia del régimen eliminación de 

barreras burocráticas con el cumplimiento de una finalidad del Estado, la cual es 

la de procurar el crecimiento económico del país. Esto es posible mediante la 

creación de un escenario adecuado para el desenvolvimiento de los agentes 

económicos, el cual es posible mediante la eliminación de aquellos obstáculos 

que los limiten, justamente por ser ilegales y/o irrazonables,  

 

La resolución que es analizada por la Comisión de Eliminación de Barreras 

Burocráticas (en adelante, la “CEB”) no únicamente llama mi interés por la 

materia, sino también por abordar las limitaciones al crecimiento del sector de 

telecomunicaciones. En este caso, observamos obstáculos a la expansión de la 

infraestructura que hace posible el crecimiento de las telecomunicaciones.  

 

Este último punto me resulta interesante, debido a que considero que las 

telecomunicaciones no únicamente deben apreciarse por la telefonía o el 

internet. Más allá de eso, son el medio ideal para garantizar un camino hacia el 

futuro, por lo que las limitaciones a su expansión implican desacelerar el avance 

de nuestra sociedad.  
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Como se puede apreciar hoy en día, las telecomunicaciones nos permiten 

obtener los múltiples beneficios de la interconexión, tales como el de educación 

a distancia, la telemedicina, el teletrabajo, etc. Sin embargo, estos beneficios 

nunca serán de acceso universal si no contamos con la infraestructura suficiente.  

 

Es por tal motivo que el caso que presento busca presentar, desde una 

perspectiva jurídica, las limitaciones ilegales para el despliegue de 

infraestructura en telecomunicaciones. Precisamente, nos centramos en la 

complejidad de la problemática, la cual, además de jurídica, evidencia las 

limitaciones al desarrollo tecnológico y social que se producen a raíz de las 

barreras burocráticas en materia de infraestructura de telecomunicaciones. 

 
 

1.2 Presentación del caso 
 

El caso que analizo es por una denuncia de barreras burocráticas presentada 

por Torres Unidas del Perú S.R.L, ahora Andean Telecom Partners (en adelante, 

“ATP”), contra la Municipalidad Distrital de San Borja (en adelante, la 

“Municipalidad”) por considerar que configuraron barreras burocráticas en dos 

actos emitidos por esta entidad: el Oficio No. 301-2019-MSB-GM-GDUC-UOPIM 

(en adelante, Oficio No. 301-2019) y el Acta de Paralización No. 062-2019-MSB-

GM-GMAOP-UOPIM (en adelante, Acta No. 062-2019).  

 
Al respecto, ATP señaló que estas barreras burocráticas se habrían configurado, 

en primer lugar, por la imposición de condiciones adicionales para el despliegue 

de su infraestructura de telecomunicaciones denominada LM_SB_H5 ANDRÉS 

VESALIO” (en adelante, “Poste Small Cell Andreas Vesalio”). Estas condiciones 

no estarían reconocidas en la Ley No. 29022, Ley de Expansión de 

Infraestructura en Telecomunicaciones (en adelante, Ley No. 29022”) y su 

Reglamento.  

 

En segundo lugar, ATP señaló que las barreras burocráticas denunciadas se 

habrían establecido mediante el desconocimiento del permiso para el despliegue 

de infraestructura de telecomunicaciones, el cual fue válidamente otorgado, 
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conforme a la Ley 29022 y su reglamento; es decir, mediante el procedimiento 

de aprobación automática que se definió para el otorgamiento de las 

autorizaciones en materia infraestructura de telecomunicaciones. 

 

La controversia fue objeto de revisión por la CEB y la Sala Especializada en 

Eliminación de Barreras Burocráticas (en adelante, SEL) del Instituto Nacional 

de Defensa de la Competencia y la Protección de la Propiedad Intelectual (en 

adelante, el Indecopi). Ambos órganos del Indecopi concordaron en que la 

denuncia debió ser declarada fundada al haberse demostrado la existencia de 

barreras burocráticas ilegales, conforme a lo argumentado por la empresa.  

 

Ahora bien, en el presente caso, surgen distintas cuestiones de sustancial 

relevancia que es pertinente presentar de forma preliminar, las cuales se 

encuentran inmersas en la Resolución No. 0573-2019. Estas se abordarán con 

mayor precisión posteriormente, luego de presentar los hechos relevantes y 

establecer los problemas principales. 

 

En tanto ello, como primer aspecto relevante, se encuentra la materializan de las 

barreras burocráticas. En la controversia suscitada, se debe valorar si 

efectivamente nos encontramos ante un acto administrativo que contiene una 

barrera burocrática y, de ser el caso, cuál es el efecto que produce el sancionar 

como barrera. 

 

En caso el Oficio No. 301-2019 y el Acta No. 062-2019 no fuesen actos 

administrativos, entonces la denuncia presentada por ATP obtendría un 

resultado distinto por parte de la CEB. Esta se analizaría a raíz de una posible 

barrera no contenida en un acto administrativo, sino en otra disposición 

administrativa, siendo este un supuesto distinto y los efectos de declararla una 

barrera burocrática ilegal también. 

 

Como segundo asunto relevante, se presenta la autonomía municipal. En el 

presente caso, se cuestionan disposiciones contenidas en actos emitidos por 

una municipalidad, los cuales, en su contenido, evidencian la intención de esta 
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de ordenar, normar y proteger asuntos de su interés dentro de su circunscripción 

territorial.  

 

Al respecto, las municipalidades cuentan con autonomía en asuntos de su 

competencia, los cuales son establecidos desde la Constitución Política del Perú 

hasta otras normas de menor jerarquía. Entre estas prerrogativas, observamos 

que las municipalidades otorgan las autorizaciones para el despliegue de 

infraestructura en telecomunicaciones, conforme a la Ley 29022 y su reglamento.  

 

En tanto ello, las municipalidades aparentemente cuentan con las prerrogativas 

suficientes para limitar las autorizaciones que otorga, por ejemplo, mediante la 

imposición de requisitos adicionales a los establecidos por Ley. Sin embargo, 

ello es un tema que se debe precisar.  

 

En efecto, el asunto resulta más complejo cuando se analiza la congruencia de 

las competencias de una municipalidad y el régimen especial para el despliegue 

de infraestructura en telecomunicaciones contenido en la Ley 29022 y su 

reglamento. Esta segunda cuestión es relevante para valorar la postura de la 

Municipalidad en la controversia y analizar los límites de la autonomía municipal.  

 

En caso las competencias de la Municipalidad le permitan limitar el otorgamiento 

de permisos en materia infraestructura de telecomunicaciones, entonces lo 

resuelto por el Indecopi podría no contener asidero legal o, por lo menos resultar 

controversial. En tanto ello, esta es una cuestión válida y sustancial en el análisis 

del caso.  

 

Finalmente, conviene señalar que, al ser controversia una relacionada a 

infraestructura en telecomunicaciones, es importante incidir en el procedimiento 

para la expedición de autorizaciones. Precisamente, en este sector, el 

despliegue de infraestructura se encuentra sujeto a un procedimiento de 

aprobación, por lo que conviene profundizar en la razón de ser de su uso en el 

despliegue de infraestructura.  
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Asimismo, en este ámbito surge un tema interesante y es que la ley 29022 define 

una serie de requisitos para la emisión del acto administrativo que autoriza el 

despliegue; sin embargo, conviene señalar que estos requisitos pueden no ser 

los únicos protegidos por ley, sino también la no imposición de condiciones para 

ejecutar el despliegue de infraestructura.  

 

Teniendo ello en consideración, observamos que en el presente caso se discuten 

temas de especial relevancia, como lo son la materialización de barreras 

burocráticas, los límites de la autonomía municipal y la relevancia del 

procedimiento de aprobación automática en el sector telecomunicaciones. 

 

Para abordar los temas señalados y las cuestiones planteadas, las respuestas 

que presentaré más adelante requerirán del análisis de doctrina especializada 

tanto nacional como internacional en materia de infraestructura de 

telecomunicaciones, barreras burocráticas y autonomía municipal, pues son los 

temas transversales a la controversia.  

 

Asimismo, es importante realizar un recorrido por la normativa en eliminación de 

barreras burocráticas en nuestro país, a fin de presentar la competencia para 

esta materia con la que contaba la antigua Comisión de Acceso al Mercado 

(“CAM”) y la actual CEB. Esta fue establecida por ley e, inclusive, ratificada por 

la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (“TC”).  

 

Por último, es de suma importancia tener los elementos normativos más 

resaltantes, como lo son el Decreto Legislativo No. 1256 - Ley de Prevención y 

Eliminación de Barreras Burocráticas (“DL1256”), la Ley 29022, la Ley No. 27972 

- Ley Orgánica de Municipalidades (“LOM”), la Texto Único Ordenado de la Ley 

del Procedimiento Administrativo General (“TUO de la LPAG”), entre otras 

conexas al desarrollo del trabajo.  

 

II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 
 

2.1 Antecedentes  
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A efectos de contextualizar la problemática, resulta pertinente describir al sector 

telecomunicaciones de Perú. Precisamente, durante los periodos colindantes al 

año 2019, año en el cual se desarrollaron los hechos materia de la denuncia de 

ATP.  

 

Al respecto, podemos señalar que el Perú ya era un país con problemas 

sustanciales en el sector de telecomunicaciones. En este se tenía una 

particularidad: la problemática del reducido nivel interconexión y la marcada 

brecha digital. No es sino hasta el año 2020 que se le brindó una mayor 

importancia a los beneficios de la digitalización y la interconexión.  

 

A grandes rasgos, el incremento interconexión y el cierre de la brecha digital son 

dos pilares para arribar a un objetivo central, el cual es la conformación de una 

sociedad digital. Este objetivo implica el crecimiento sostenible de la sociedad en 

distintos aspectos en donde las telecomunicaciones son necesarias, tales como 

el sector salud, educación, trabajo, etc.  

 

Para ello, la intervención del Estado resulta sustancial, pues el servicio de 

telecomunicaciones es un servicio público y, como tal, adquiere especial 

atención. Esta misión del Estado cobra mayor relevancia cuando se tiene en 

consideración la difícil situación que aqueja a la mayor parte de la población.  

 

En efecto, en los meses previos al inicio de la pandemia ocasionada por la Covid-

19, es decir, durante el año 2019, el Perú poseía niveles sumamente endebles 

de interconexión y, en consecuencia, una brecha digital muy evidente. Ello fue 

expuesto por la Defensoría del Pueblo en su informe “Acceso sostenible al 

internet y a las tecnologías: Experiencia y tareas pendientes en el sector 

educación en el estado de emergencia nacional”. En este se observa lo siguiente: 
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Nota. “Acceso sostenible al internet y a las tecnologías: Experiencia y tareas pendientes en el sector 

educación en el estado de emergencia nacional”, por Defensoría del Pueblo, 2021.  

Nota. “Acceso sostenible al internet y a las tecnologías: Experiencia y tareas pendientes en el sector 

educación en el estado de emergencia nacional”, por Defensoría del Pueblo, 2021.  

Como se observa, a finales de la última década, se tenía un porcentaje del 

57,10% de acceso al servicio a internet para la población en general. Dentro de 

este, observamos un nivel muy bajo para el caso de los centros poblados en 

donde se observa que se tenía un porcentaje de 4,52% y 44,30% para temas de 

internet fijo e internet móvil, respectivamente. 

En este escenario, es evidente que, en el Perú, la interconexión se centralizaba 

en la capital y sus zonas periféricas más cercanas. Durante la pandemia, ello 

trajo como consecuencia una difícil situación para la implementación del 

teletrabajo, dificultades para establecer una educación a distancia y el 

aprovechamiento de los medios tecnológicos en el campo de la salud.  
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En efecto, el incremento de la conectividad aporta al desarrollo del nivel 

educativo de cada ciudadano. Inclusive, en un contexto de grave crisis, la 

conectividad puede facilitar las soluciones a problemáticas de acceso a la 

educación, facilitar el teletrabajo y la implementación de la telemedicina.  

Por lo tanto, es claro que en el Perú era prácticamente imposible la efectiva 

implementación de estos beneficios, pues por un único y gran motivo: el 

desinterés del Estado en garantizar niveles de interconexión suficientes. 

Lamentablemente, esta situación, aunque con un mejor panorama, se mantiene 

hasta el día de hoy.  

Así, por ejemplo, distintos actores han presentado estadísticas relevantes para 

esta problemática. Así, por ejemplo, conforme señala la Encuesta Nacional de 

Hogares (ENAHO) del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), al 

último trimestre del año 2023, “55,6% de los hogares del país disponen de este 

servicio, el 75,0% en Lima Metropolitana, el 58,2% en el Resto urbano y el 20,1% 

de los hogares del Área rural” (2024).  

En esta estadística observamos una diferencia porcentual del 38,1% en el 

acceso a este servicio, no siendo este un dato de poca relevancia para el manejo 

de la reducción de los niveles de brecha digital. Considerando que esta es la 

situación del Perú en el año 2023, es claro que desde el año 2019 hasta ahora, 

no se han tenido sustanciales mejoras.  

Entre las distintas críticas, podemos resaltar que aún se continúa con una 

centralización del mayor acceso al servicio de telecomunicaciones en la capital 

y las zonas periféricas. Además, los servicios de telecomunicaciones no se han 

expandido lo suficiente, inclusive, luego de casi 2 décadas de la publicación de 

la Ley 29022 y casi una década de la publicación de su reglamento.  

Hasta este momento, cabe cuestionarse en dónde puede hallarse la principal 

dificultad para satisfacer el incremento de la interconexión y la reducción de la 

brecha digital. Luego de haberse experimentado un periodo considerable de la 

ley 29022 y sufrir las complicaciones de la pandemia provocada por la Covid-19, 

es pertinente presentar esta duda y con el fin de reflexionar sobre ella podemos 

remitirnos a lo señalado por los actores del sector telecomunicaciones.   
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En este entendido, por ejemplo, tenemos la Política Nacional de Transformación 

Digital al 2030, aprobada por Decreto Supremo No. 085-2023-PCM, y la Agenda 

Conectar 2030, organizada por la Unión Internacional de Telecomunicaciones 

(UIT). A través de estos instrumentos, observamos que resulta importante que el 

Estado facilite un contexto para un mayor despliegue de infraestructura en 

telecomunicaciones que permita incluir una mayor cantidad de usuarios de este 

servicio público, fortifique la regulación para la protección de usuarios y procure 

la innovación en el uso de medios digitales 

Esta opinión también es sostenida por el Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones (MTC) y se observa en el documento denominado “Innovar 

para conectar: Estrategias y medidas de regulación inteligente para reducir la 

brecha digital”. Al respecto, la Dirección General de Política y Regulación en 

Comunicaciones, luego de analizar la problemática del sector 

telecomunicaciones considera que “la infraestructura de las telecomunicaciones 

es el elemento clave para el desarrollo económico de los países” (p. 10, 2023). 

Como se observa, la infraestructura es escasa en el Perú y esto es reconocido 

como tal por las autoridades. Inclusive, existe un marco normativo destinado a 

facilitar el despliegue de infraestructura en telecomunicaciones, el cual establece 

un procedimiento de aprobación automática para expedir autorizaciones. 

Esto solo permite entrever que, en el Perú, sí se reconoce una problemática 

relacionada con la limitada interconexión y una marcada brecha digital, y además 

contamos con un marco normativo útil. Sin embargo, obviamos un factor clave 

para la solución y que se halla en la excesiva burocratización del sistema, sea 

en forma legal o, inclusive, ilegal. 

En efecto, el Estado, si bien debe propiciar la implementación de políticas 

encaminadas a revertir esta situación, tal tarea no requiere necesariamente de 

una acción proactiva del Estado. Muy por el contrario, considero que se requiere 

que este desista de sobrerregular e imponer medidas que puedan constituir 

obstáculos burocráticos al desarrollo económico.  

Existe un marco jurídico desde el año 2007 que no ha producido los efectos 

esperados hasta el año 2019, periodo en el cual ATP presentó su denuncia, y 
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tampoco de forma posterior. Ello resalta una consideración importante de la 

problemática que subyace a esta denuncia: la obstaculización producida por el 

mismo Estado en la expansión de la infraestructura de telecomunicaciones 

mediante sus órganos descentralizados, las municipalidades.  

El Estado, en principio, puede imponer medidas destinadas a la satisfacción de 

un interés público. No obstante, resulta pertinente realizar una valoración crítica 

de cómo estas medidas, en materia de infraestructura de telecomunicaciones, 

pareciera que no han producido un efecto positivo en la sociedad, no por ser 

malas en sí mismas, sino porque no se coadyuva a su efectividad.   

Por todo lo expuesto, la denuncia de ATP, materia de análisis, no únicamente se 

circunscribe a la prevalencia de su interés particular, sino que se enmarca en un 

contexto más complejo. Uno en el cual el despliegue de infraestructura de 

telecomunicaciones pareciera estar obstaculizado por la acción de los órganos 

descentralizados del Estado, en este caso, la Municipalidad.  

Por lo antes expuesto, queda claro que el panorama en el año 2019 era negativo: 

el Perú tenía una brecha digital marcada y bajos niveles de interconexión. A día 

de hoy, distintas autoridades consideran que tal situación se debe a la falta de 

infraestructura suficiente para la expansión de las telecomunicaciones, por lo que 

los objetivos principales en el sector se enfocan en este aspecto.  

Considerando que se cuentan con las herramientas para revertir esta situación, 

únicamente podemos considerar que el problema recae en un actuar limitante y 

restrictivo por parte de los órganos ediles. Por ello, en casos en los cuales estos 

resulten ilegales o irrazonables, justifican la toma de acciones como las de ATP, 

a partir de las cuales es posible sobreponerse a los obstáculos impuestos.  

     2.2 Hechos relevantes del caso 
 

2.2.1 Hechos reales 
 
El 19 de junio de 2019, ATP presentó el Formulario Único de Instalación de 

Infraestructura de Telecomunicaciones (en adelante, “FUITT”), para instalar la 
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infraestructura pasiva denominada "Poste Small Cell Andreas Vesalio”, ubicado 

en Jr. Vesalio y Calle Redi, San Borja (en adelante, la “Ubicación”).  

 

Posteriormente, con fecha 25 y 26 de junio de 2019, la Municipalidad emitió el 

Oficio No. 301-2019 y el Acta No. 062-2019, respectivamente. Mediante estos 

actos, la Municipalidad denegó la construcción de la infraestructura por una serie 

de motivos detallados en los documentos.  

 

Al respecto, mediante Oficio No. 301-2019, la Municipalidad indicó que en el 

distrito de San Borja se encuentra prohibido instalar infraestructura de 

telecomunicaciones, pues esta afecta el ornato y provoca molestias a los vecinos 

del distrito. En tal sentido, ATP tendría que realizar acciones adicionales a la 

gestión del FUITT para instalar su infraestructura.  

 

La Municipalidad justificó su pronunciamiento en lo establecido en la Ordenanza 

No. 589, emitida por esta misma entidad edil, en donde presuntamente se señala 

que se encuentra prohibida la colocación de postes y/o acometidas y/o redes 

aéreas nuevas en el distrito. En tanto ello, resultaría necesario una previa 

coordinación entre ATP y la Municipalidad.  

 

Con el mismo tenor, el Acta No. 062-201 desconoció el otorgamiento de la 

autorización para la instalación de infraestructura pasiva de telecomunicaciones 

al señalar que para ello es necesario realizar un proceso constructivo, es decir, 

una coordinación previa para su instalación; resultado necesario sensibilizar 

previamente a los vecinos de la zona; y, finalmente, resulta necesaria la 

búsqueda de una mejor zona para la instalación de la infraestructura de 

telecomunicaciones. 

 
2.2.2 Hechos procesales 

 

Con fecha 17 de julio de 2019, ATP interpuso una denuncia ante la CEB para 

que se declaren como barreras burocráticas, entre otras, a las siguientes: 
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a. El desconocimiento de la aprobación automática del FUITT presentado, 

el cual se habría materializado mediante el Oficio No. 301-2019 y el Acta 

No. 062-201 

b. La prohibición de instalar infraestructura de telecomunicaciones, 

conforme a lo señalado en el Oficio No. 301-2019. 

c. La exigencia indirecta de contar con la aprobación de los vecinos para 

instalar infraestructura de telecomunicaciones en la Ubicación, conforme 

se señala en el Oficio No. 301-2019.  

d. La obligación de efectuar “un proceso constructivo” con los funcionarios 

de la Municipalidad para la instalación del poste, conforme se señala en 

el Acta No. 062-201. 

e. Sensibilizar a los vecinos que residen en los alrededores de la Ubicación 

como condicionante para la instalación del poste, conforme se señala en 

el Acta No. 062-201. 

f. La exigencia de identificar una “mejor zona” como condición para la 

instalación de infraestructura en telecomunicaciones, conforme se señala 

en el Acta No. 062-201. 

g. La exigencia de que se efectúe una “inspección de campo” como 

condición para instalar infraestructura en telecomunicaciones, conforme 

se señala en el Acta No. 062-201.  

 

Adicionalmente, solicitó, entre otros, lo siguiente:  

 

a. La devolución de las costas y costos del procedimiento.  

b. La imposición de una sanción a los funcionarios de la Municipalidad que 

aplicaron u ordenaron la aplicación de las barreras que sean declaradas 

ilegales.  

 

A raíz de la mencionada denuncia, la Comisión evaluó la procedencia de la 

denuncia y, mediante Resolución No. 0437-2019/CEB-INDECOPI, de fecha 10 

de setiembre de 2019, admitió la misma en todos sus extremos, excepto en los 

siguientes:  
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a. El desconocimiento de la aprobación automática del FUITT presentado, 

el cual se habría materializado mediante el Acta No. 062-201, por 

considerar que el Acta no desconoce, sino más bien reconoce la 

aprobación automática del FUITT. 

 

b. La exigencia indirecta de contar con la aprobación de los vecinos para 

instalar infraestructura de telecomunicaciones en la Ubicación, conforme 

se señala en el Oficio No. 301-2019, alegando que no existe una exigencia 

de contar con la aprobación de los vecinos, sino que el Oficio señala que 

la prohibición de la instalación de infraestructura en telecomunicaciones 

tiene como finalidad evitar la molestia de los vecinos del distrito de San 

Borja que residen cerca a la Ubicación. 

 

Posteriormente, luego de que la Municipalidad presentara sus descargos, la 

Comisión emitió la resolución No. 0573-2019/CEB-INDECOPI, por la cual se 

declaró fundada la denuncia planteada por ATP y, en consecuencia, se 

declararon como barreras burocráticas, y se exhortó a su inaplicación en el caso 

en concreto, las siguientes:  

 

a. El desconocimiento de la aprobación automática del FUITT presentado, 

el cual se habría materializado mediante Oficio No. 301-2019, toda vez 

que resulta contrario con la legislación especial contenida en la Ley 29022 

y su reglamento y el TUO de la LPAG, en lo referido a los trámites de 

aprobación automática.  

b. Respecto del Acta No. 062-2019, se declararon como barreras 

burocráticas a (i) la exigencia de sensibilizar previamente a los vecinos 

que residen en los alrededores de la Ubicación,  (ii) la exigencia de 

identificar una “mejor zona” como condición para la instalación de 

infraestructura en telecomunicaciones y (iii) la exigencia de que se efectúe 

una “inspección de campo” previa instalación del poste. Estas barreras se 

declararon ilegales debido a que se afectó el principio de legalidad al no 

obedecer lo establecido en la legislación especial contenida en la Ley 

29022 y su reglamento y el TUO de la LPAG, en lo referido a los trámites 

de aprobación automática. 
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No conforme con lo resuelto, la Municipalidad, mediante escrito de fecha 27 de 

diciembre de 2019, presentó un recurso de apelación contra la Resolución No. 

0573-2019/CEB-INDECOPI, la cual argumento sobre la base de lo siguiente:  

 

a. La autonomía política, económica y administrativa que se les reconoce a 

las municipalidades, conforme a lo señalado en el artículo 194 

Constitución y que se condice con lo establecido en la Ley No. 27972 - 

Ley Orgánica de Municipalidades.  

b. La facultad de fiscalización y control con la que cuentan las 

municipalidades, de conformidad con lo establecido en el artículo 74 y 75 

de la Ley Orgánica de Municipalidades.  

 

Luego de recibido el recurso, la Comisión concedió el recurso de apelación y 

corrió traslado a ATP, a fin de que absuelva los cuestionamientos formulados por 

la Municipalidad. Es por ello que, el 10 de agosto de 2019, presentó un escrito 

por el cual absolvió los cuestionamientos formulados y, en consecuencia, solicitó 

se declare infundado el recurso de apelación. En tanto ello, se elevó el 

expediente para ser resuelto por la SEL. 

 

Finalmente, la Sala, mediante Resolución No. 0188-2021/SEL-INDECOPI (en 

adelante, la “Resolución No. 0188-2021”), resolvió confirmar la resolución No. 

0573-2019/CEB-INDECOPI (en adelante, la “Resolución No.0573-2019”). Al 

respecto, precisó que en el presente caso no se ha cuestionado o afectado la 

autonomía política, económica y administrativa de la Municipalidad, toda vez que 

la Constitución y la Ley Orgánica de Municipalidades exigen que esta sea 

concordante con la Constitución y las leyes, es decir, que no sea congruente de 

forma integral. De este modo, sobre la base de la autonomía con la que gozan 

las municipalidades, no se puede volver legal una barrera burocrática ilegal.  

 

III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 
JURÍDICOS 
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3.1 Problema principal 
 

¿La prohibición para el despliegue de la infraestructura de telecomunicaciones 

Poste Small Cell Andreas Vesalio en el distrito de San Borja, contenida en el 

Oficio No. 301-2019, y, el establecimiento de condiciones adicionales para la 

instalación de la infraestructura de telecomunicaciones, contenidas en el Acta de 

Paralización No. 062-2019, constituyen una manifestación de una barrera 

burocrática contenida en una disposición administrativa? 

 
3.2 Problemas secundarios  

 
3.2.1 ¿En qué medio de materialización se enmarcan las actuaciones de 

la Municipalidad de San Borja para poder ser revisadas en un 

procedimiento de denuncia de barreras burocráticas? 

 

3.2.2 ¿La municipalidad distrital de San Borja, en virtud de su autonomía 

municipal, puede desconocer la autorización otorgada para el despliegue 

de infraestructura de telecomunicaciones o disponer la prohibición del 

despliegue en su circunscripción territorial? 

 
3.2.3 ¿Cuál es el régimen de aprobación de autorizaciones para el 

despliegue de infraestructura de telecomunicaciones que establece la Ley 

29022 y su reglamento? 

 

IV. POSICIÓN DEL CANDIDATO/A 
 

4.1 Respuestas preliminares a los problemas principal y 
secundarios 

 

4.1.1 Sobre el problema principal 
 

El contenido del Oficio No. 302-2019 y el Acta No. 062-2019 constituyen por sí 

mismas barreras burocráticas ilegales. Estas no necesariamente deben estar 

vinculadas a una prohibición establecida mediante la Ordenanza No. 589-MSB, 
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pues justamente los actos administrativos emitidos por esta municipalidad 

pueden ser objeto de un procedimiento de eliminación de barreras burocráticas.  

Precisamente, en el presente caso, la municipalidad emitió el Oficio No. 302-

2019 y el Acta No. 062-2019, por los cuales desconoció el otorgamiento de la 

autorización para el despliegue de infraestructura de telecomunicaciones Poste 

Small Cell Andreas Vesalio de la empresa ATP. Esta fue emitida conforme al 

procedimiento de aprobación automática, establecido para el despliegue de 

infraestructura contenido en la Ley 29022 y su reglamento.  

 

Al ser estos actos administrativos dirigidos a afectar la esfera jurídica del 

administrado, ATP, es posible que estos sean revisados por el Indecopi y su 

contenido declarado como barrera burocrática. En este caso, de acuerdo como 

se señala la CEB, por desconocer la autorización otorgada en la medida en que 

establecieron requisitos adicionales para el despliegue de infraestructura.  

 

Esto último conlleva a analizar si tales requisitos impuestos por la municipalidad 

sobrepasan los límites de la autonomía municipal que se le reconoce a las 

municipalidades. En otro escenario, se puede considerar si el desconocimiento 

del permiso puede enmarcarse en el ejercicio de una fiscalización posterior por 

parte de la municipalidad. 

 

En principio, es posible que las municipalidades, así como se encuentran 

facultadas para otorgar autorizaciones para el despliegue de infraestructura en 

su territorio, también puedan limitarlo. En efecto, conforme lo delimitan sus 

competencias, estos órganos ediles tienen una misión en el ámbito de su 

territorio, la misma que se traduce en velar por el desarrollo y seguridad de los 

miembros de su comunidad.  

 

Este apartado, naturalmente, resulta determinante para fines de lo resuelto por 

el Indecopi, pues, si la autonomía municipal puede justificar alguno de los 

requisitos establecidos para el despliegue de la infraestructura Poste Small Cell 

Andreas Vesalio, declarar esta como una barrera burocrática ilegal sería 

incorrecto, toda vez que la misma estaría justificada por ley.  
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En la medida en que la barrera burocrática resulte ilegal, es importante analizar 

la norma que precisamente determina ello. Al respecto, la Ley 29022 y su 

reglamento establecen el marco jurídico por el cual se tramitan las autorizaciones 

para el despliegue de infraestructura. En tanto ello, establecen los requisitos a 

cumplir por los administrados para el despliegue de infraestructura.  

 

Una barrera burocrática ilegal en esta materia implica determinar el 

cuestionamiento de esta norma imperativa de nuestro ordenamiento jurídico. En 

tanto ello, la Ley 29022 y su reglamento vienen a ser las normas relevantes para 

verificar en qué aspectos la barrera burocrática ha desconocido el régimen para 

la emisión para el despliegue de infraestructura.  

 

Por tanto, si consideramos que el medio de materialización es un acto 

administrativo, la autonomía municipal no justificada a la Municipalidad de San 

Borja y se ha vulnerado las disposiciones de la Ley 29022 y su reglamento, 

podemos concluir que el Oficio No. 302-2019 y el Acta No. 062-2019 contienen 

barreras burocráticas ilegales y, por tanto, la CEB resolvió correctamente. 

  

4.1.2 Sobre los problemas secundarios 
 

4.1.2.1 ¿En qué medio de materialización se enmarcan las actuaciones de 
la Municipalidad de San Borja para poder ser revisadas en un 
procedimiento de denuncia de barreras burocráticas? 
 
Las barreras burocráticas, conforme señala el DL 1256, son limitaciones y/o 

prohibiciones que, de forma directa o indirecta, pueden afectar el acceso y/o 

permanencia de los privados en el mercado, además de poder afectar la 

tramitación de procedimientos sujetos a norma y/o principios de la simplificación 

administrativa. Estas, naturalmente, estarán contenidas en distintos dispositivos 

legales. 

 

Al respecto, el DL 1256 nos precisa que las normas que pueden ser revisadas 

por el Indecopi serán aquellas que se encuentren “en actos administrativos, 

disposiciones administrativas y/o actuaciones materiales” (art 3.4), pues solo a 
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través de estas se materializan las barreras burocráticas. Además, no 

constituirán barreras burocráticas las limitaciones y prohibiciones que surjan de 

una ley o norma con el mismo rango, emitida en mérito de la función legislativa. 

 

En este orden de ideas, para que el Indecopi pueda revisar el Oficio No. 301-

2019 y el Acta de Paralización No. 062-2019, ambos deben establecer una 

limitación y/o prohibición, además de estar materializadas en una disposición 

administrativa o acto administrativo. En tal sentido, el análisis en este punto 

recae en determinar si ambas actuaciones son actos administrativos. 

 

Desde mi punto de vista, estos sí son actos administrativos, en la medida en que 

se afecta la esfera jurídica de ATP mediante una expresión de la Administración 

en el marco del Derecho Público. A esta empresa se le otorgó la autorización 

para desplegar la infraestructura Poste Small Cell Andreas Vesalio en mérito de 

la Ley 29022 y su reglamento que, como veremos más adelante, establecen un 

procedimiento de aprobación automática para la emisión de las autorizaciones. 

 

Al haberse otorgado indefectiblemente la autorización para desplegar, la 

municipalidad afectó el ejercicio del derecho de ATP al limitar y prohibir el 

despliegue de la infraestructura Poste Small Cell Andreas Vesalio. En tanto ello, 

el Oficio No. 301-2019 y el Acta de Paralización No. 062-2019 constituyen actos 

administrativos dirigidos contra la esfera jurídica de ATP y, como tal, pueden ser 

objeto de un procedimiento de eliminación de barreras burocráticas. 
 

4.1.2.2 ¿La municipalidad distrital de San Borja, en virtud de su autonomía 
municipal, puede desconocer la autorización otorgada para el despliegue 
de infraestructura de telecomunicaciones o disponer la prohibición del 
despliegue en su circunscripción territorial? 
 

Las municipalidades, con base en la autonomía municipal, no pueden 

desconocer actos administrativos válidamente otorgados. Ello implicaría una 

actuación que infringe principios, principalmente, el principio de predictibilidad. 

No obstante, ello no implica que, en ningún caso, las municipalidades puedan 
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realizar una fiscalización posterior a la emisión del acto administrativo y 

declararlo nulo al amparo del interés nacional. 

 

Del mismo modo, establecer una prohibición para el despliegue de 

infraestructura de telecomunicaciones tampoco se puede justificar sobre la base 

de la autonomía municipalidad. Si bien se puede pensar que las municipalidades, 

dado que pueden otorgar autorizaciones para el despliegue de infraestructura, 

también podrían prohibir o limitar el despliegue, no obstante, ello no es así. 

 

Si bien la autonomía municipal se sustrae de distintas normas, partiendo desde 

la Constitución establece que el Perú, ello no implica que sea absoluta. Como 

bien se sabe, el Estado es uno unitario y descentralizado y tiene un esquema de 

gobiernos dividido en gobierno central, regional y municipal, y estos encuentran 

sus límites en el marco normativo.  

 

En tanto ello, un acto de la municipalidad, orientado a desconocer una norma 

con rango de ley podrá ser susceptible de un control de legalidad, el cual será 

efectuado por la CEB en virtud de sus competencias. 
 
4.1.2.3 ¿Cuál es el régimen de aprobación de autorizaciones para el 
despliegue de infraestructura de telecomunicaciones que establece la Ley 
29022 - Ley para el Fortalecimiento de la Expansión de Infraestructura de 
Telecomunicaciones y su reglamento? 
 

Sobre los procedimientos para la emisión de permisos en materia de despliegue 

de infraestructura en telecomunicaciones, estos son procedimiento de 

aprobación automática. La importancia de este punto radica en la especial 

atención que el Estado le ha otorgado al sector telecomunicaciones, de modo 

que no únicamente se afecta a un agente económico con la barrera, sino a toda 

la sociedad al atentar contra el régimen especial establecido.  

 

En efecto, el Estado establece este régimen con el fin de cumplir una política 

nacional de transformación de la sociedad. Se busca expandir la interconexión y 

reducir la brecha digital, de modo que se flexibilicen los tiempos para la 
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expansión del despliegue de infraestructura. Naturalmente, definir este tipo de 

limitación para la actividad económica de los operadores de telecomunicaciones 

se hace por ley. 

 

En este caso, la Ley 29022 ordena que la autorización municipal para el 

despliegue de infraestructura se realice mediante un procedimiento de 

aprobación automática. Para su obtención, el solicitante debe cumplir con una 

serie de requisitos establecidos en el artículo 12 de la Ley 29022. De este modo, 

una vez ingresada la solicitud y sin que la autoridad competente realice alguna 

observación, la autorización habrá sido correctamente emitida.  

 

Considerando la existencia de este marco normativo especializado, se tiene 

como consecuencia necesaria que su contradicción o alteración por parte de las 

municipalidades conlleven a un actuar ilegal por parte de las autoridades 

competentes. En otras palabras, establecer condiciones adicionales o 

desconocer el régimen establecido, implicará la comisión de un acto ilegal.  

En este caso, dado que se vulneró este marco normativo, corresponde que 

declare como una barrera burocrática y, a su vez, valorar negativamente 
 

4.2 Posición individual sobre el fallo de la resolución  
 

Esencialmente, encuentro conforme lo resuelto por la CEB. Considero que se 

han configurado barreras burocráticas ilegales, en la medida en que la 

Municipalidad se encuentra desconociendo una autorización otorgada a la 

empresa ATP para instalar infraestructura pasiva de telecomunicaciones.  

 

En efecto, a ATP se le otorgó legalmente la autorización para la instalación de 

infraestructura, conforme al marco legal; esto es, conforme lo establecía la Ley 

29022 y su reglamento. En tal escenario, considero que la municipalidad comete 

un error al considerar que la autonomía municipal que imbuye a esta entidad 

resulta suficiente para legalizar las disposiciones emitidas mediante el Oficio No. 

301-2019 y el Acta No. 062-2019.  
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En tanto ello, se observa que, mediante ambos actos, la municipalidad exigió a 

ATP condiciones adicionales para poder desplegar efectivamente infraestructura 

y desconoció la autorización válidamente otorgada. Precisamente, las 

condiciones siguientes: una inspección de campo, sensibilizar a los vecinos 

residentes en la zona y la búsqueda de una mejor zona para la colocación del 

poste, así como el desconocimiento de la autorización, constituyen barreras 

burocráticas ilegales.  

 

V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS  
 

El presente trabajo busca abordar una cuestión fundamental, la cual es si ¿el 

desconocimiento de la autorización para el despliegue de la infraestructura de 

telecomunicaciones “Poste Small Cell Andreas Vesalio” en el distrito de San 

Borja y el establecimiento de condiciones adicionales para el despliegue, 

contenidos en el Oficio No. 301-2019 y el Acta de Paralización No. 062-2019, 

constituyen una manifestación de una barrera burocrática contenida en la 

Ordenanza No. 589-MSB o si, en otro caso, constituyen barreras burocráticas 

por sí mismas?  

 

Para resolver esta pregunta es necesario abordar diferentes cuestionamientos 

respecto a qué es una barrera burocrática y los medios de materialización; cuál 

es el alcance de la autonomía municipal: y en qué consiste el régimen de la 

expedición de autorizaciones para el despliegue de infraestructura en 

telecomunicaciones. Por tanto, se procede a presentar el desarrollo de las 

cuestiones.  

 

5.1. ¿En qué medio de materialización se enmarcan las 
actuaciones de la Municipalidad de San Borja para poder ser 
revisadas en un procedimiento de denuncia de barreras 
burocráticas? 
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La CEB y la SEL cuentan con competencia en materia municipal, de acuerdo con 

el artículo 6 del DL 12561. La razón de ser de esto se enmarca en que la 

definición de barrera burocrática señalada en el DL 1256 y la finalidad de la 

norma permiten cuestionar las actuaciones de los órganos ediles que resultan 

lesivos para los agentes económicos y su permanencia en el mercado. 

 

En efecto, conforme abordaremos más adelante, las barreras burocráticas tienen 

distintos medios de materialización, dentro de los cuales se encuentran las 

disposiciones administrativas, los actos administrativos y actuaciones de la 

Administración Pública. En tanto ello, analizar las posibles barreras contenidas 

en el Oficio No. 301-2019 y el Acta de Paralización No. 062-2019 implica 

identificar en qué categoría se enmarcaría cada uno y, en consecuencia, qué 

efectos tienen declararlas barreras burocráticas ilegales. 

 

5.1.1 La competencia de la CEB y la SEL en el 
ámbito municipal 

 

Como ya hemos señalado, conforme al DL 1256, la CEB y la SEL cuentan con 

competencia en el ámbito municipal. La razón de ser de esta atribución se 

sustenta en la vinculación del régimen de eliminación de barreras burocráticas 

con la preservación de la libre iniciativa privada y la libertad de empresa.  

 

Si partimos desde la constitución, conviene señalar que el sistema de eliminación 

de barreras burocráticas es congruente con el régimen económico adoptado por 

el Perú: Economía Social de Mercado. En esta, la iniciativa privada es libre y el 

Estado orienta el desarrollo del país2. 

 

En virtud de ello, este tiene como finalidad la creación de un escenario ideal para 

la generación de riqueza y evita incidir en el mercado de manera directa. El 

 
1   Artículo 6. - Atribuciones de las autoridades en materia de eliminación de barreras 
burocráticas 
 6.1. De la Comisión y la Sala .- La Comisión y la Sala en segunda instancia, son competentes 
para conocer los actos administrativos, disposiciones administrativas y actuaciones materiales, 
incluso del ámbito municipal o regional, que impongan barreras burocráticas ilegales y/o carentes 
de razonabilidad.  
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artículo 60 de la Constitución señala precisamente ello, pues delimita la actividad 

empresarial del Estado a dos requisitos: ley expresa y satisfacción del interés 

público o conveniencia nacional3.  

 

Al respecto, Kresalja señala que “corresponde a la iniciativa privada ser la 

principal responsable de la actividad económica” (2015 p.105). Precisamente, 

esto es así porque el rol del Estado es subsidiario y, como tal, no debe promover 

una actitud intervencionista.  

 

Ahora bien, ello no implica un rol pasivo del Estado. En su misión de orientar el 

desarrollo del país y estimular el crecimiento económico, este debe ser diligente 

en su actuación. Esto, pues debe evitar la imposición de cargas innecesarias e, 

inclusive, ilegales, contra los agentes económicos.  

 

Esta labor se enmarca en la finalidad del régimen establecido en el DL 1256 y 

que es otorgada al Indecopi, y más precisamente a la CEB. En su artículo 1, esta 

norma señala que la finalidad es 

 

“la prevención o la eliminación de barreras burocráticas ilegales y/o 

carentes de razonabilidad que restrinjan u obstaculicen el acceso o la 

permanencia de los agentes económicos en el mercado (…) por parte de 

las entidades de la administración pública” (art 1). 

 

Respecto a su finalidad, esta se enmarca en la preservación de la simplificación 

administrativa, la permanencia de los agentes económicos en el mercado y la 

eficiente prestación de los servicios por parte de la Administración Pública. Estas 

características históricamente han sido parte del régimen de eliminación de 

barreras burocráticas y actualmente se materializan en la labor de la CEB y la 

SEL. 

 

 
3 Artículo 60.- Sólo autorizado por ley expresa, el Estado puede realizar subsidiariamente 
actividad empresarial, directa o indirecta, por razón de alto interés público o de manifiesta 
conveniencia nacional. 
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En efecto, si partimos de lo señalado en el Decreto Ley No. 25868 – Ley de 

Organización y Funciones del Indecopi (en adelante, el “Decreto Ley”), 

observamos lo antes señalado. Mediante el Decreto Ley, se crea la CAM, cuya 

competencia es la siguiente:  

 

“es competente para conocer sobre los actos y disposiciones de las 

entidades de la Administración Pública, incluso del ámbito municipal o 

regional, que impongan barreras burocráticas (…)” (artículo 26 BIS). 

 

El artículo 26 bis del Decreto Ley es importante para analizar la competencia de 

la CEB en materia municipal, pues es la disposición legal que atribuyó 

inicialmente a un órgano del Indecopi la prerrogativa para realizar este control de 

legalidad. Este señala de forma explícita que el producto de la autonomía 

normativa de los municipios también se incluye.  

 

Esta lógica se mantuvo en la Ley No. 28996 - Ley de Eliminación de Sobrecostos, 

trabas y restricciones a la inversión privada (en adelante, “Ley de Sobrecostos”). 

En esta se enfatizó en que la CAM puede declarar como barreras burocráticas a 

las disposiciones legales contenidas en normas municipales y regionales. 

 

La CEB, órgano sucesor de la CAM, surge con la promulgación del Decreto 

Legislativo No. 1033 (en adelante, el “Decreto No. 1033”). A este estamento, se 

le asignó competencias para revisar denuncias sobre barreras burocráticas. De 

acuerdo con el Decreto No. 1033, la CEB puede: 

 

“aplicar las leyes que regulan el control posterior y eliminación de las 

barreras burocráticas ilegales o carentes de razonabilidad que afectan a 

los ciudadanos y empresas, y velar por el cumplimiento de las normas y 

principios que garantizan la simplificación administrativa” (artículo 23). 

 

Finalmente, mediante la promulgación del DL 1256, se unificó el marco legal en 

materia de barreras burocráticas y se ratificó a la CEB como órgano competente 

para tutelar las denuncias sobre la materia. 
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Como se puede observar, el Indecopi, estrictamente en el ámbito normativo, ha 

contado con la competencia para revisar normas producidas por los órganos 

municipales y regionales. Sin embargo, esta no es una decisión del legislador sin 

fundamento.   

 

En efecto, la competencia del Indecopi en materia municipal se funda en que las 

municipalidades son órganos de la Administración Pública cuyas deficiencias 

han obstaculizado el ejercicio de libertades económicas. Esta problemática tuvo 

sustancial relevancia, de modo que se otorgó la competencia al Indecopi para 

revisar normas de rango legal e infralegal.  

 

Para ejemplificar ello, podemos remitirnos a la Exposición del DL 1256. En esta 

observamos que, en el año 2015, el Indecopi identificó 1885 barreras 

burocráticas, de las cuales el 77,4% corresponden a municipalidades 

provinciales y distritales (2015 p.39). Inclusive, a día de hoy, si analizamos los 

rankings realizados por la Oficina de Estudios Económicos del Indecopi en 

materia de barreras burocráticas, observamos que las municipalidades son los 

principales órganos cuyos dispositivos legales contienen barreras burocráticas4.  

 

En múltiples sectores es visible esta atribución del Indecopi para atenuar las 

deficiencias de las municipalidades. Por ejemplo, en materia de anuncios 

publicitarios, la CEB cuenta con lineamientos para evitar que, mediante 

dispositivos legales emitidos por las municipalidades se atente contra las 

libertades económicas de los agentes económicos5.  

 

En el sector telecomunicaciones, sector prominente en el presente trabajo, 

advertimos la misma precaución respecto de las actuaciones municipales. Así, 

Zegarra destaca que:  

 

 
4 En el año 2022 y 2023 se declararon 443 y 412 barreras burocráticas, respectivamente. Dentro 
de este número, las municipalidades, sean provinciales o distrital,  en cada año fueron autoras 
del 67,04 % y el 67,96% del total de barreras burocráticas.  
5 Resolución No. 0050-2024/CEB-INDECOPI, de fecha 9 de febrero de 2024, por la cual se 
aprueban “Lineamientos de la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas en materia de 
anuncios publicitarios” 
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“la actividad de los municipios puede constituir una barrera de acceso para 

la instalación de infraestructura, ya que han desarrollado una burocracia 

inexpugnable que limita la formalización de las construcciones por los 

extensos plazos para la expedición de licencias, sus cobros, el número de 

visitas que debe realizarse a la entidad administrativa y el alto porcentaje 

de rechazos que se producen” (2018 p.127) 

 

Lo señalado por Zegarra, naturalmente, se condice la promoción de la expansión 

de la infraestructura de telecomunicaciones, la misma que puede y se ha visto 

entorpecida por actuaciones de las municipalidades. Esta problemática, también 

lo han destacado otras entidades públicas, como, por ejemplo, el MTC en el 

Decreto Supremo No. 003-2007-MTC. 

 

Esta última norma establece los Lineamientos para desarrollar y consolidar la 

expansión de los servicios de telecomunicaciones en el Perú. En su artículo 3, 

esta señala que “las entidades del Estado no impondrán barreras burocráticas 

desproporcionadas e irracionales de acceso al mercado, que perjudiquen el 

desarrollo de las telecomunicaciones” (art 3).  

 

Ahora bien, un último aspecto resaltante de la competencia de la CEB se halla 

en una jurisprudencia del Tribunal Constitucional (en adelante, “TC”). En efecto, 

el expediente 00014-2009-PI/TC abordó un conflicto en materia de competencia 

respecto a los asuntos que son objeto de la CEB.  

 

Precisamente, tras la promulgación de la Ley de Sobrecostos la Municipalidad 

Metropolitana de Lima (en adelante, la “MML”) interpuso una acción de 

inconstitucionalidad contra el artículo 3 de esta, argumentando que a la CAM se 

le reconocían facultades que atentaban contra la autonomía municipal.  

 

Al respecto, el TC declaró infundada la demanda de la MML, pues considera que 

la autonomía municipal no puede sobreponerse a la unidad de mercado, la cual 

es protegida por el Poder Ejecutivo. Es por ello que la CEB tiene la competencia 

para defender la competitividad del mercado y velar por el orden público 

económico.  
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El TC enfatiza que la MML, en calidad de municipalidad, es un organismo con 

autonomía política, pero que eso no implica una autarquía. Precisamente, señala 

lo siguiente:  

 

“ 27. (...) Es claro que en virtud de la autonomía política y económica no 

se debe buscar privilegiar o un supuesto beneficio local o regional en 

desmedro del bienestar nacional (…) Y es que nuestro ordenamiento 

jurídico está diseñado en virtud de un sistema de economía social de 

mercado, islas que, enarbolando una supuesta independencia o 

autarquía, contravengan la normativa general de la República. 

 

28. Por consiguiente, en ámbitos reservados para cuestiones referentes 

a la competencia de la CEB, está se encuentra plenamente facultada para 

resolver antinomias generadas por el exceso de normas municipales o 

regionales de carácter general, pudiéndose declarar su ilegalidad en 

preferencia de las normas de alcance nacional (...)”. 

 

Con base en lo señalado hasta este punto, advertimos que la CEB es un órgano 

cuya finalidad es la eliminación de barreras burocráticas y tiene competencia en 

el ámbito municipal. Tal y como hemos señalado, esta competencia halla su 

razón de ser en las deficiencias de las municipalidades, las mismas que no 

deben perjudicar las libertades económicas de los privados.  

 

5.1.2 Medios de materialización de barreras 
burocráticas. 

 
El DL 1256 delimita el contenido de lo que es una barrera burocrática y a través 

de qué medios se puede materializar. La definición de barreras burocráticas ha 

tenido una serie de cambios desde su promulgación. Al respecto, al momento de 

la publicación del DL 1256 esta, en el artículo 3.3, definía como barrera 

burocrática:  
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“exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro que imponga cualquier 

entidad, dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o 

permanencia de los agentes económicos en el mercado y/o que puedan 

afectar a administrados en la tramitación de procedimientos administrativos 

sujetos a las normas y/o principios que garantizan la simplificación 

administrativa. La sola calidad de exigencia, requisito, limitación, prohibición 

y/o cobro no implica necesariamente su carácter ilegal y/o su carencia de 

razonabilidad.” (art 3.3). 

 

Esta definición fue precisada en el año 2023 mediante la Ley No. 31755 - Ley 

que modifica el Decreto Legislativo 1256 (en adelante, la “Ley 31755”), Decreto 

Legislativo que aprueba la Ley de Prevención y Eliminación de Barreras 

Burocráticas. Esta precisó que los efectos de la barrera sobre el administrador 

pueden ser directos e indirectos.  

 

Si bien la definición pareciera resultar taxativa, la exposición de motivos del DL 

1256 menciona lo contrario. Al respecto, se señala que la definición surge de los 

pronunciamientos de la CEB y la SEL, y que es “una relación de carácter 

enunciativo, la misma que no impide que estas autoridades (...) establezcan que 

una medida no contenida en esta relación no constituya una barrera burocrática” 

(2015 p. 42). 

 

Adicionalmente, conviene señalar que tanto el DL 1256 y su modificación 

mediante la Ley 31755, también señalaron que no es una barrera burocrática en 

los incisos 3.a en adelante. De esta lista, se puede resaltar el inciso 3.c, el mismo 

que señala que “las omisiones, inacciones o cualquier inactividad de la 

administración pública, salvo que su actuación sea indispensable para el 

ejercicio de las actividades económicas o para la ejecución de un procedimiento 

administrativo y no exista una solución alternativa por medio del régimen de 

silencios administrativos u otros” (art 3.c).  

 

Como se puede observar, el concepto de barreras burocráticas tiene una gama 

amplia de supuestos. La doctrina, al respecto, siempre ha tenido una perspectiva 

muy arraigada a esta definición. Así, por ejemplo, Anibal Quiroga, en el año 1999, 
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señaló que “puede ser definida como aquellos medios que son generados por la 

administración pública y que transgreden los principios básicos de libre 

competencia en el mercado” (1999, p. 334).  

 

En el entendido de Quiroga, previo a la publicación del DL 1256, una barrera 

burocrática es un concepto ligado a la afectación de agentes económicos en su 

desarrollo en el mercado. Esto es un punto recogido por el DL 1256, tanto en la 

definición del concepto de barrera y también en la finalidad de la norma.  

 

Del mismo modo, también previo a la emisión del DL 1256, Rizo Patrón analizó 

el concepto de barreras burocráticas. Este argumenta y concluye que el concepto 

“alude a límites arbitrarios o injustificados impuestos por el Estado que impiden 

el acceso o la permanencia en el mercado” (citado en Ochoa 2013 p. 421). De lo 

señalado por Rizo Patrón, tenemos, nuevamente, que una barrera burocrática 

no encuentra asidero legal en el ordenamiento jurídico en la medida en que 

atenta contra las libertades económicas.  

 

Ahora, si bien lo que puede ser entendido como una barrera burocrática resulta 

amplio, cabe señalar que el poder de la CEB se encuentra aún más delimitado. 

En efecto, el artículo 3 señala los medios de materialización, siendo estos: actos 

administrativos, disposiciones administrativas y/o actuaciones materiales.  

 

El DL 1256 señala que por acto administrativo se entiende a una declaración de 

una entidad destinada a producir efectos individuales contra un administrado o 

grupo de administrados. Por entidad, se considera la definición tomada del Título 

Preliminar del TUO de la LPAG.  

 

Luego, por disposición administrativa el DL 1256 señala que es un dispositivo 

normativo emitido por una entidad y que produce efectos generalizados y 

abstractos sobre un grupo de administrados. El ejemplo más conocido es el de 

una ordenanza municipal o regional.  

 

Finalmente, por actuación material el DL 1256 establece que es “todo 

comportamiento, manifestación y/o actividad material” que surja de la 
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Administración Pública que produzca efectos jurídicos sobre un administrado. 

Los efectos jurídicos deben ser capaces de limitar la permanencia o acceso al 

mercado de los agentes económicos.  

 

Adicionalmente, conviene señalar que, si bien en una denuncia se pueden 

señalar uno u otro medio de materialización, en virtud del principio de 

encauzamiento (art 4.2 DL 1256) se impone a la CEB un deber. Este principio la 

obliga a identificar barreras burocráticas adicionales a las señaladas en una 

denuncia formulada. 

 

Esta descripción de las barreras burocrática es importante, debido a que los 

efectos de declarar una barrera burocrática se encuentran vinculadas al medio 

de materialización. Al respecto, el DL 1256, establece que, si la barrera se 

encuentra en un acto administrativo o una actuación material, se declarará la 

inaplicación al caso en concreto. Esto quiere decir que el efecto de inaplicar la 

barrera beneficia al denunciante afectado por ella.  

 

Por el lado de las disposiciones administrativas, la norma señala que, dada su 

generalidad, el efecto de declararlas barreras burocráticas implica su 

inaplicación con efectos generales. Esto es, se beneficia a todos los posibles 

administrados que pueden ser afectados.  

 

Habiendo desarrollado la definición de barreras burocráticas y la competencia 

del Indecopi, podemos abordar el análisis del Oficio No. 301-2019 y el Acta de 

Paralización No. 062-2019 y brindar una opinión crítica respecto de su análisis. 

 

 

5.1.3 Análisis respecto de la posición de la 
Comisión del Eliminación de Barreras Burocráticas sobre la 
materialización de la barrera burocrática.  

 

El análisis efectuado por la CEB no evalúa a qué medio de materialización 

corresponden el Oficio No. 301-2019 y el Acta No. 062-2019. Este órgano 

considera que los argumentos de ATP son suficientes para declarar como barrea 



36 
 

burocrática las actuaciones de la Municipalidad y, por tanto, declarar su 

inaplicación al caso en concreto.   

 

No obstante, podemos advertir que esta consecuencia presupone que las 

barreras burocráticas que fueron declaradas ilegales se materialicen en un acto 

administrativo. Esta cuestión es relevante, pues la Ordenanza No. 589-MSB a la 

cual se remite el Oficio No. 301-2019 podría ser la medida que contiene la barrea 

y no los efectivamente denunciados por ATP. En tanto ello, corresponde 

cuestionar lo señalado por la CEB y profundizar en este apartado.  

 

Al respecto, conforme a lo señalado en acápites previos, las barreras 

burocráticas se pueden materializar en actos administrativos, disposiciones 

administrativas y actuaciones materiales. La CEB, en este caso, presupone que 

el Oficio No. 301-2019 y el Acta No. 062-2019 son actos administrativos, por lo 

que es necesario demostrar ello.  

 

Par empezar, cabe recalcar que pareciera ser general realizar una apreciación 

del acto administrativo, no obstante, es importante conocer si el Indecopi tiene 

alguna apreciación particular sobre ello. De acuerdo con lo señalado 

anteriormente, los actos administrativos según el DL 1256 son declaraciones de 

las entidades destinadas a producir efectos jurídicos individuales, colectivos o 

individualizables.  

 

Esta primera aproximación puede ser útil. En este caso, cabría cuestionar si el 

Oficio No. 301-2019, cuando señala que en el distrito de San Borja se encuentra 

prohibida la instalación de infraestructura de telecomunicaciones, es una 

declaración destinada a afectar la esfera jurídica de ATP. Del mismo modo, cabe 

cuestionarse si el Acta No. 062-2019, cuando establece distintos requisitos para 

la instalación del Poste Small Cell Andreas Vesalio, es una declaración de la 

Municipalidad para afectar la esfera jurídica de ATP 

 

Con la definición proporcionada por el DL 1256 pareciera que no nos 

encontramos ante actos administrativos, pues un oficio y un acta no son 

resoluciones y tampoco medios comunes para la emisión de pronunciamientos 
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por parte de la Administración Pública. Para profundizar en este concepto, 

podemos remitirnos a lo señalado por el TUO de la LPAG. Esta norma señala 

que lo siguiente: 

 

“Son actos administrativos, las declaraciones de las entidades que, en el 

marco de normas de derecho público, están destinadas a producir efectos 

jurídicos sobre los intereses, obligaciones o derechos de los 

administrados dentro de una situación concreta” (Art 1.1) 

 

Esta definición que maneja el TUO de la LPAG involucra otros elementos, tales 

como los intereses, obligaciones y derechos de los administrados, además de 

que se enmarcan en normas de derecho público. Esta norma, también, señala 

qué no serán actos administrativos, dentro de los cuales están los siguientes: 

 

“1.2.1. Los actos de administración interna de las entidades destinados a 

organizar o hacer funcionar sus propias actividades o servicios. Estos 

actos son regulados por cada entidad, con sujeción a las disposiciones 

del Título Preliminar de esta Ley, y de aquellas normas que expresamente 

así lo establezcan.  

1.2.2. Los comportamientos y actividades materiales de las entidades” 

(Art 1.2). 

 

Además del TUO de la LPG, el Indecopi tiene pronunciamientos que nos pueden 

ayudar a delimitar en mejor medida. Al respecto, la resolución No. 0197-

2018/SEL-INDECOPI abordó un caso en materia de transporte en el cual la 

autoridad exigió el cumplimiento de los límites máximos de velocidad.  

 

La SEL, en este caso, señaló que esa exigencia no podría constituir un acto 

administrativo, por lo que no puede ser objeto del procedimiento de eliminación 

de barreras. Es por ello que precisó que “la Comisión y la Sala no pueden evaluar 

la legalidad y/o carencia de razonabilidad de medidas que no estén dirigidas a 

regular el acceso y/o permanencia de los agentes en el mercado o la realización 

de un determinado trámite ante una entidad administrativa (...)” (2018, Punto 31). 
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Tomando en consideración este pronunciamiento, el Oficio No. 301-2019 podría 

no ser un acto administrativo, en la medida en que comunica que en el distrito 

de San Borja se encuentra prohibida la instalación de infraestructura, más no 

obliga a ATP.  

 

Si consideramos lo señalado por la doctrina podemos tener mayores 

aproximaciones. Por ejemplo, Abruña Puyol señala que “la mayoría de la doctrina 

coincide en afirmar que el acto administrativo es toda declaración de la 

Administración Pública que trae como consecuencia la producción de efectos 

jurídicos en ejercicio de una potestad administrativa” (2016 p. 252). Esto nos 

brinda otra aproximación, pues observamos que la declaración que realiza la 

entidad administrativa se hace en virtud de una potestad administrativa.  

 

Del mismo modo, Morón Urbina, analizando el TUO de la LPAG, señala que el 

acto administrativo se compone de 6 elementos: 1. una declaración de cualquiera 

de las entidades, 2. destinada a producir efectos jurídicos externos, 3. que sus 

derechos recaigan sobre derechos, intereses y obligaciones de los 

administrados, 4. en una situación concreta, 5. en el marco del Derecho Público 

y 6. pueden tener efectos individualizados o individualizables (2021 p. 197-201). 

 

Esta última aproximación nos permite tener mayores detalles sobre los 

elementos que son relevantes para delimitar un acto administrativo. 

Precisamente, los caracteres antes señalados se observan en el análisis del 

caso.  

 

Si analizamos el Oficio No. 301-2019 y el Acta No. 062-2019, podemos verificar 

que sí son actos administrativos. Ambos dispositivos, mediante la imposición de 

exigencias adicionales y el desconocimiento de la autorización municipal, limitan 

el ejercicio de una libertad económica de ATP, por la cual esta empresa puede 

legalmente desplegar infraestructura.  

 

Precisamente, el Acta No. 062-2019 ordena a ATP que para el despliegue del 

Poste Small Cell Andreas Vesalio es necesario que sensibilice a los vecinos de 

la zona aledaña a la implementación del poste, haya buscado mejor zona para 
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el poste, que efectúe una inspección técnica y que realice un proceso 

constructivo en coordinación con la municipalidad. En virtud de ello, no cabe 

duda de que se limita el ejercicio de una actividad económica autorizada 

válidamente, de modo que se afecta la esfera jurídica de ATP.  

 

Por su parte, el Oficio No. 301-2019, al indicar que se encuentra prohibido el 

despliegue de infraestructura en el distrito de San Borja, también afecta la esfera 

jurídica de ATP. La Municipalidad, con este dispositivo, procura invalidar la 

autorización que se otorgó a ATP, siendo este un acto lesivo para sus intereses.  

 

Si bien el medio utilizado fue un oficio, cabe señalar que ello no afecta su 

naturaleza de acto administrativo. El Indecopi, en el documento denominado, “el 

ABC para la presentación de denuncias por la imposición de barreras 

burocráticas ilegales y/o carentes de razonabilidad”, señala que  

 

“ejemplo de actos administrativos que imponen barreras burocráticas son 

aquellas cartas, oficios, resoluciones, entre otros, emitidas por las 

entidades administrativas que inciden directamente en la esfera jurídica 

de los administrados, estableciéndoles exigencias, requisitos, 

limitaciones, prohibiciones y/o cobros para poder iniciar o continuar 

determinada actividad económica” (2021 p. 29). 

 

Teniendo en cuenta lo antes señalado, verificamos que el Indecopi, si bien no 

erró en el resultado del procedimiento, si omitió un elemento relevante en esta 

cuestión: el análisis del medio de materialización de la barrera burocrática. Este, 

tal y como se ha señalado, sirve para determinar asertivamente las 

consecuencias de declarar barrera burocrática. 

 

En caso no se constituyeran actos administrativos, estaríamos ante una 

disposición o actuación material de la Administración, lo cual implicaría un 

resultado distinto para la CEB, pues no se podría inaplicar sus efectos al caso 

en concreto, sino más bien su inaplicación con efectos generales.  
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5.2. ¿La municipalidad distrital de San Borja, en virtud de su 
autonomía municipal, puede desconocer la autorización otorgada 
para el despliegue de infraestructura de telecomunicaciones o 
disponer la prohibición del despliegue en su circunscripción 
territorial mediante una ordenanza o acto administrativo? 

 
La autonomía municipal es una prerrogativa que se le reconoce a las 

municipalidades por ser órganos descentralizados del poder estatal. En virtud de 

este esquema, ostentan un poder dentro de su circunscripción territorial, por el 

cual pueden, por ejemplo, emitir autorizaciones municipales en materia 

publicitaria, infraestructura, entre otros.  

 

Si bien las municipalidades no pueden “desconocer” una autorización 

válidamente otorgada, pues ello resultaría abiertamente ilegal, es posible que en 

el presente caso la Municipalidad hubiese optado por otras alternativas para 

limitar o condicionar el despliegue de ATP. En tanto ello, conviene abordar 

detenidamente los alcances de la autonomía municipal, a fin de esclarecer si 

efectivamente la conducta de la Municipalidad resultó ilegal.  

 

En tal sentido, conviene analizar cómo el ejercicio de esta prerrogativa entra en 

conflicto con el ejercicio de una libertad económica, motivo por el cual fue objeto 

de revisión en el procedimiento de eliminación de barreras burocráticas. Sin 

embargo, a pesar de que el contenido de estos actos administrativos fueron 

declarados como barreras, ello no implica que las municipalidades no puedan, 

en ningún caso, limitar el despliegue de infraestructura.  

 
5.2.1 La descentralización como base para 

entender la autonomía municipal. Análisis jurídico de la figura 
y sus límites. 

 

Para abordar la autonomía municipal, es necesario incidir en la 

descentralización. Este es un tema clave para comprender la autonomía 

municipal, pues establece un esquema territorial y, a su vez, una política 

nacional. 
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En el Perú, el proceso de descentralización se asentó mediante la Ley 27680 - 

Ley de Reforma Constitucional del Capítulo XIV del Título IV, sobre 

descentralización. Actualmente, la lectura integral del texto constitucional nos 

lleva a señalar que la descentralización da sentido a la creación de las 

municipalices e inclusive hace de sus fines parte de ellas.  

 

Para empezar, es pertinente evocar el artículo 43 de la Constitución, por el cual 

se establece que el estado peruano “es uno e indivisible. Su gobierno es unitario, 

representativo y descentralizado, y se organiza según el principio de la 

separación de poderes” (Art 43). Mediante este artículo, se establece como punto 

de partida que el estado peruano adopta como eje la descentralización.  

 

En otro apartado, la Constitución también señala que la descentralización es un 

diseño y una política, la cual es permanente, obligatoria y procura el desarrollo 

integral del país (art 188). En otras palabras, se puede señalar que la 

descentralización es una directriz para el estado peruano, por la cual el estado 

se divide en órganos de menor nivel, pero sin perder el poder que ostenta.  

 

Si buscamos en otras normas, observamos que la descentralización se ha 

desarrollado ampliamente. Así, podemos referirnos a la LOM, norma que señala 

lo siguiente:  

 

“En el marco del proceso de descentralización y conforme al criterio de 

subsidiariedad, el gobierno más cercano a la población es el más idóneo 

para ejercer la competencia o función; por consiguiente, el gobierno 

nacional no debe asumir competencias que pueden ser cumplidas más 

eficientemente por los gobiernos regionales, y éstos, a su vez, no deben 

hacer aquello que puede ser ejecutado por los gobiernos locales” (Art V 

del Título Preliminar).  

 

La LOM delimita las misiones que tendrán los gobiernos locales y regionales, los 

cuales justamente se originan en la cercanía que tienen las entidades con la 

población. Se exige, a su vez, que cada uno de estos órganos respete el ámbito 
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de sus competencias, naturalmente, para mantener la eficiencia que la LOM 

tiene como objetivo.  

 

Asimismo, la Ley de Bases de la Descentralización (en adelante, “Ley de 

Bases”), establece los lineamientos para la descentralización. Adopta como fin 

el desarrollo integral, ordenado y sostenible del país, a través de la separación 

de funciones y competencias, conforme se señala en el artículo 1  

 

Este artículo de la Ley de Bases reitera el fin de la descentralización que se 

encuentra en la constitución y lo enmarca como punto de partida para el resto de 

las disposiciones que contiene. En este dispositivo, la descentralización adopta 

una serie de principios. Entre estos, se resalta el de ser un proceso democrático, 

irreversible, dinámico, integral y permanente. Esta última característica, implica 

reconocer que la descentralización es una política que debe seguir el Estado.  

 

Ahora bien, la descentralización en el Perú no únicamente se centra en la 

distribución de territorio, cualidades o misiones. Esta tiene múltiples objetivos. 

Conforme señala el artículo 6 de la Ley de Bases, encontraremos cinco tipos de 

objetivos: políticos, económicos, administrativos, sociales y ambientales.  

 

Estos 5 objetivos estarán orientados a una mayor eficiencia en la gestión de 

recursos y la distribución del poder del Estado. Para efectos de este trabajo, 

consideramos pertinente destacar el objetivo económico de la descentralización. 

Dentro de sus principales puntos, se resaltan los establecido en el artículo 6, 

dentro de los cuales tenemos al desarrollo económico, la cobertura y 

abastecimiento de servicios sociales y la disposición de la infraestructura 

económica necesaria para promover la Inversión. 

 

El artículo 6 de la Ley de Bases asigna un deber a las municipalidades. Estas, 

en el marco del proceso de descentralización, deben procurar el desarrollo 

económico, garantizar los servicios sociales básicos y la disposición de 

infraestructura necesaria para promover la inversión.  
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En virtud de lo antes señalado, advertimos que el proceso de descentralización 

se enfoca en la construcción de una sociedad en donde exista una infraestructura 

económica para la promoción de la inversión. Asimismo, se procura la mejora de 

la competitividad y el desarrollo económico.  

Para efectuar esta misión, la lectura de la legislación actual conlleva a inferir que 

la descentralización justifica la existencia de las municipalidades, sean 

regionales o locales, pues son estos órganos los encargados de cumplir tal tarea. 

Afirmar ello, nos permite señalar que los objetivos de la descentralización son 

también los objetivos de las municipalidades.  

En tal sentido, Jose Vega Castro, en un análisis realizado sobre la 

descentralización en materia fiscal, señala las ventajas de este proceso en la 

atención de las necesidades de la población. Al respecto señala que “una ventaja 

de la descentralización es la de crear instituciones de escala adecuada, 

relativamente eficientes y ágiles (…) , sin necesidad de recurrir al gobierno 

central, que suele ser lento y burocrático” (Vega 2008 p. 53). 

A partir de lo señalado por Vega, observamos que las municipalidades deben 

ser órganos que permitan una mayor eficiencia y agilidad en los requerimientos 

que se formulen al Estado. Precisamente, ello es así, pues no todas las 

actividades del Estado deben ameritar la presencia del gobierno central. La 

descentralización procura evitar procedimientos excesivamente burocráticos.  

Por su parte, Zas Friz menciona que “la descentralización implica 

necesariamente una estructura organizativa policéntrica basada en figuras 

subjetivas no centrales y no en la multiplicación de órganos periféricos al interior 

de la organización estatal” (1999 p. 468). El análisis realizado por Zas sobre la 

autonomía política, nos brinda un esquema más claro para entender a las 

municipalidades dentro del proceso de descentralización.  

Como bien señala, son figuras subjetivas y no órganos periféricos. A mi parecer, 

ello nos deja entrever que las municipalidades no son órganos que rodean al 

gobierno central, sino que son extensiones de este y, como tal, se justifica la 

asignación de prerrogativas para estas entidades. 
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De lo dicho por los autores citados y la legislación, resulta evidente que la 

descentralización, como política de Estado, implica la creación de órganos en los 

cuales se pueda distribuir el poder estatal. Es así que las municipalidades son 

estas figuras subjetivas que Zas describe y las cuales deben ser dotadas de 

facultades para cumplir con los objetivos de la descentralización. 

Esto nos permite arribar a otro aspecto fundamental, el cual es la autonomía 

municipal. Esta viene a ser la prerrogativa fundamental con la que gozan estos 

órganos ediles y mediante la cual desarrollan sus actividades en miras a cumplir 

con sus funciones.  

Para ahondar en este concepto, podemos partir nuevamente de la Constitución. 

Esta, en el artículo 194, señala que las municipalidades son los órganos de 

gobierno local y tienen autonomía política, económica y administrativa en los 

asuntos de su competencia.  

Luego, la LOM también nos brinda un desarrollo más extenso. Al respecto el 

Título Preliminar de esta norma nos señala que el origen de los gobiernos locales 

se origina en la demarcación del territorio. Asimismo, nos señala que estos gozan 

de autonomía y que la elección de sus autoridades se realiza mediante voluntad 

popular6.  

 

 
6 Título Preliminar de la LOM 

Artículo I.- Gobiernos Locales  
(...) 
Las municipalidades provinciales y distritales son los órganos de gobierno promotores del 
desarrollo local, con personería jurídica de derecho público y plena capacidad para el 
cumplimiento de sus fines. 

Artículo II.- Autonomía 

Los gobiernos locales gozan de autonomía política, económica y administrativa en los asuntos 
de su competencia. 

(…) 

Artículo V.- Finalidad 

Los gobiernos locales representan al vecindario, promueven la adecuada prestación de los 
servicios públicos locales y el desarrollo integral, sostenible y armónico de su circunscripción. 
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Por el lado de la jurisprudencia, también observamos la relación entre el proceso 

de descentralización y la autonomía municipal. Como ya hemos señalado, el 

artículo 43 de la Constitución establece que el gobierno peruano es unitario y 

descentralizado, dado que el Estado es uno e indivisible. Es decir, si bien el 

estado se encuentra distribuido territorialmente, ello no implica una 

fragmentación. 

 

Esto es recogido, por ejemplo, en el Expediente N° 007-2001-AI/TC del TC. En 

esta, el tribunal señaló que  

 

“aunque la autonomía concedida a los gobiernos municipales les permite 

desenvolverse con plena libertad en los aspectos administrativos, 

económicos y políticos (entre ellos, los legislativos), la misma no supone 

autarquía funcional al extremo de que (…) pueda desprenderse 

desvinculación parcial o total del sistema político o del propio orden 

jurídico en el que se encuentra inmerso” (fundamento 6). 

 

De la lectura, se observa que la autonomía que la Constitución otorga a las 

municipalidades no debe ser entendida como una autarquía. Precisamente, ello 

es así porque las municipalidades, a pesar de enmarcarse en un proceso de 

descentralización, no se desintegra el aparato estatal. A pesar de la autonomía, 

estas siguen inmersas en un sistema único dentro del Estado.  

 

Esto último tiene una cualidad especial, pues su conexión con el sistema de 

mayor nivel, el estatal, es lo que justifica su autonomía y, por ende, sus 

prerrogativas. No al revés; es decir, el estar más desligado del gobierno central 

no implica autonomía. Precisamente, Zas señaló que “el elemento esencial de la 

autonomía política radica en la potestad de una propia dirección política que 

tienen, en este caso, las entidades territoriales y se fundamenta en que éstas 

son entes exponenciales de un ordenamiento jurídico general” (1999 p. 472). 

 

En tanto ello, se puede señalar que los gobiernos locales y regionales son los 

que ejercen el poder del Estado de forma descentralizada. Naturalmente, este 

poder debe ajustarse a determinados límites, los cuales se encuentran 



46 
 

enmarcados en la ley. Las prerrogativas asignadas a las municipalidades 

siempre deben ejercerse dentro del marco legal y en coordinación con otras 

entidades que tienen competencias específicas sobre la materia.   

 

5.2.2 Análisis efectuado por la Comisión de 
Eliminación de Barreras Burocráticas respecto de la 
autonomía municipal y sus alcances  

 

En la Resolución No. 0573-2019, la CEB no abordó esta materia. Este aspecto 

es relevante, pues la Municipalidad considera que los documentos que fueron 

objeto de cuestionamiento en el procedimiento de eliminación de barreras fueron 

emitidos en virtud de sus prerrogativas.  

 

La CEB considera que efectivamente se ha vulnerado la Ley 29022 y su 

reglamento, pero no incide en la autonomía municipal. Este apartado es 

relevante para la absolución de la controversia, pues permite mellar la postura 

de la Municipalidad y esclarecer los límites en el ejercicio de su autonomía.  

 

Sin perjuicio de lo antes señalado, es importante destacar que la Municipalidad 

hubiera podido emitir otro acto administrativo, por el cual declare nulo la 

autorización emitida en favor de ATP al advertir la ausencia de un requisito de 

validez. En otro escenario, la Municipalidad podría haber revocado de forma legal 

el acto administrativo y, en consecuencia, limitar su eficacia.  

 

Lo importante aquí es evidenciar que la Municipalidad desconoce los límites que 

posee la autonomía municipal. No cabe duda de que existe una errónea 

percepción sobre la autonomía municipal y en dónde esta alcanza sus límites. 

En efecto, la Municipalidad obvió que el límite se encontraría en la Ley 29022.  

 

Así, podemos partir por señalar que el marco jurídico aplicable determina 

categóricamente que no se pueden establecer requisitos adicionales para el 

despliegue de infraestructura. El motivo principal radica en que la autonomía se 

enmarca en las competencias y funciones asignadas a las municipalidades, las 

cuales se deben ejercer sin transgredir normas sectoriales de alcance nacional.  
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Esto último es preciso señalarlo, pues la competencia en materia de servicios 

públicos es nacional, es decir, esta no puede verse controvertida por la normativa 

de un gobierno regional o local. Sin embargo, no se debe dejar de observar que 

las municipalidades cuentan con prerrogativas, por ejemplo, para el 

ordenamiento urbanístico, la preservación del ornato, etc. 

 

Sobre este punto, la LOM y la Ley de Bases brindan alcances. Así, por ejemplo, 

el artículo 42 de la LOM y el artículo 73 de la Ley de Bases señalan que es una 

competencia exclusiva de las municipalidades la planificación y promoción del 

desarrollo urbano y rural en su circunscripción7.  

 

Como se puede observar, las municipalidades cuentan con prerrogativas que en 

determinada medida pueden limitar la construcción de obras en el ámbito de su 

circunscripción territorial. No obstante, esta facultad para ordenar, en este caso, 

el distrito, se enmarca en el cumplimiento de la normativa nacional.  

 

Cabe preguntarse si la obligación de efectuar una inspección de campo, 

sensibilizar a los vecinos residentes en la zona y la búsqueda de una mejor zona 

para la colocación del poste pueden enmarcarse en esta prerrogativa. 

Precisamente, esta cuestión es fundamental para abordar la ilegalidad o no de 

las medidas y verificar si las actuaciones de la municipalidad son legales.  

 

Al respecto, considero que no existe una justificación legal que le permita a las 

municipalidades limitar la ejecución de una obra de la forma en la cual la señalan 

 
7 Ley No. 27783 – Ley de Bases de la Descentralización 
Artículo 42.- Competencias exclusivas 
a) Planificar y promover el desarrollo urbano y rural de su circunscripción, y ejecutar los planes 
correspondientes. 
 
Ley No. 27972 – Ley Orgánica de Municipalidades 
Artículo 73.- MATERIAS DE COMPETENCIA MUNICIPAL 
(…) 
Dentro del marco de las competencias y funciones específicas establecidas en la presente ley, 
el rol de las municipalidades provinciales comprende: 
(a) Planificar integralmente el desarrollo local y el ordenamiento territorial, en el nivel provincial. 
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las barreras. No obstante, considero que ello no es una afirmación categórica, 

pues en otros casos, si podría ser posible la limitación para su ejecución.  

En tanto ello, podemos referirnos a la Ley 30477 – Ley que regula la ejecución 

de obras de servicios públicos autorizadas por las municipalidades en las áreas 

de dominio público. Esta norma prevé una obligación legal para empresas como 

ATP para realizar una coordinación previa em caso de la ejecución de obras de 

instalación.  

 

Del mismo modo, podemos referirnos al tendido de cableado aéreo, cuya 

limitación, aunque controvertida, también puede ser limitada por las 

municipalidades. Al respecto, el TUO de la Ley de Telecomunicaciones señala 

que se debe realizar el tendido por ductos no visibles de las redes de 

telecomunicaciones en caso de atravesar zonas urbanas o zonas de interés8.  

 

Lo señalado por la norma, inclusive, ha sido objeto de pronunciamiento por parte 

de SEL en la Resolución No. 0448-2022/SEL-INDECOPI en el Expediente No. 

000171-2022/CEB. En esta, se abordó un cuestionamiento a la Ordenanza No. 

554, emitida por la Municipalidad de Miraflores, a través de la cual se prohibió el 

tendido de cableado aéreo en este distrito. La posición sentada por la Sala fue 

clara: esta prohibición resultó legal conforme a lo señalado en el artículo 19 del 

TUO de la Ley de Telecomunicaciones.  

 

Si bien discrepo de lo señalado por la SEL en el caso referido, pues la Ley 29022 

dispuso la suspensión de los efectos normas cuyo objeto sea materia de esta 

norma, es importante reconocer que las municipalidades cuentan con múltiples 

habilitaciones para limitar, condicionar o prohibir determinadas conductas en 

caso estas se enmarquen en su ámbito competencial.  

 

 
8 Decreto Supremo No. 013-93-TCC - Texto Único Ordenado de la Ley General de 

Telecomunicaciones 
Artículo 19.- Cuando las redes de conducción de servicios de telecomunicaciones tienen que 

extenderse dentro del área urbana o atraviesan zonas de interés histórico, artístico o cultural, 

éstas deberán tenderse a través de ductos no visibles, preferentemente subterráneos. 
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En el presente caso, resulta evidente que la Municipalidad no se encontró 

inmersa en ningún supuesto que lo habilite a limitar la construcción del poste, 

por lo que el condicionamiento para su construcción resulta cuestionable. Tal y 

como señala la CEB, este es ilegal por contravenir un mandato legal.  

 

Ahora bien, esto no implica que el acto administrativo que deviene del 

procedimiento para expedir la autorización sea eterno. Precisamente, este puede 

ser cuestionado conforme se corroboren otras circunstancias, no 

necesariamente ligados a una previa limitación dada por las municipalidades. De 

forma posterior a la expedición de la autorización caben otros supuestos.  

 

En efecto, si nos remitimos al TUO de la LPAG, observamos que el 

procedimiento de aprobación automática se encuentra sujeto a fiscalización 

posterior. Con base en ello, la Municipalidad pudo limitar el despliegue de la 

infraestructura Poste Small Cell Andreas Vesalio mediante una fiscalización 

posterior de los requisitos para la emisión de la autorización. 

 

En este escenario, en caso de hallar una deficiencia en la documentación 

presentada por ATP, por ejemplo, por ser una declaración falsa, la Municipalidad 

puede declarar nulo el acto administrativo que devino del procedimiento de 

aprobación automática e, inclusive, sancionar al administrado. Sobre este punto, 

podemos remitirnos al Reglamento de la Ley 29022.  

 

Esta norma señala los requisitos generales para la emisión de la autorización, 

los cuales, en líneas generales, se centran en los siguientes: el FUIIT, la vigencia 

de poder del representante, copia de la resolución ministerial que otorga la 

concesión en telecomunicaciones, plan de obras y pago del derecho de trámite. 

Todos estos requisitos, de ser declaraciones falsas, pueden conllevar a que la 

municipalidad pueda declarar nulo el acto administrativo en mérito de la 

fiscalización posterior.  

 

Así, si consideramos, por ejemplo, un comprobante de pago de tasa usado para 

múltiples trámites, una vigencia de poder desactualizada, un título concesional 

revocado, un plan de obras erróneo, entre otros escenarios, entonces podemos 
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advertir múltiples circunstancias por las cuales sería posible, más no 

necesariamente, declarar la nulidad de la autorización. En consecuencia, esta 

es una alternativa no evaluada por la Municipalidad, pero afín a su pretensión.  

 

Esta disposición legal es una muestra de la facultad de la Administración Pública, 

para declarar nulo de oficio un acto administrativo. Esta posibilidad se encuentra 

en el artículo 213 del TUO de la LPAG. Este señala que puede se puede declarar 

de oficio la nulidad de los actos administrativos, aun cuando hayan quedado 

firmes y siempre que agravien ya  sea el interés público o lesionen derechos 

fundamentales, además de enmarcarse en los supuestos del artículo 10.  

 

Conforme a este artículo, la Municipalidad no únicamente podría declarar la 

nulidad por considerar que existe un déficit en la documentación, sino también si 

este contraviene a la constitución, leyes o normas reglamentarias, se ha omitido 

algún requisitos de validez, por adquirir derechos contrarios al ordenamiento 

jurídico y si se constituye como consecuencia de una conducta penal. Sobre la 

base de lo señalado, es evidente que la Municipalidad cuenta con una amplia 

gama de supuestos para declarar la nulidad de la autorización.  

 

Además de la nulidad, la fiscalización que realiza la municipalidad no solo puede 

estar destinada a desvirtuar la validez de un acto administrativo, sino también de 

la producción de sus efectos. En tanto ello, puede recurrir a la revocación. 

Precisamente, esta alternativa, conforme lo señala Morón Urbina, consiste en:   

 

“la potestad que la ley confiere a la administración para que, en cualquier 

tiempo, de manera directa, de oficio o a pedido de parte y mediante un 

nuevo acto administrativo modifique, reforme, sustituya o extinga los 

efectos jurídicos de un acto administrativo conforme a derecho (…) debido 

a que su permanencia ha devenido en incompatible con el interés público 

tutelado por la entidad” (2011 p. 425) 

 

Con base a lo antes señalado, podemos advertir que la municipalidad contaba 

con otras alternativas. Dentro de estas, considerando el sector 

telecomunicaciones, me inclino por señalar que la nulidad de oficio es la vía más 
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resaltante actualmente y que es utilizada por las municipalidades para 

desconocer las autorizaciones otorgadas en materia de infraestructura de una 

forma aparentemente legal.  

 

Esta cuestión fue abordada por Cobián Sanchez, quien, a partir de su 

experiencia profesional, señala que las municipalidades no argumentan la 

afectación al interés general al momento de declarar la nulidad de forma oficiosa. 

Precisamente, señala que “la declaración de nulidad de los permisos necesarios 

para la instalación de infraestructura de telecomunicaciones (…) constituye un 

ejercicio desmedido; toda vez que esta actuación se aleja de los objetivos 

planteados por la Ley 29022” (2021 p. 57).  

 

Habiendo expuesto lo anterior, observamos que existe un marco legal que la 

Municipalidad pudo tener en consideración, no obstante, contravino el marco 

jurídico mediante barreras burocráticas ilegales. La CEB, por su parte, si bien es 

correcto lo resuelto, carece de sustento suficiente. Como hemos observado, en 

la medida en que la actuación por parte de la Municipalidad se enmarca en los 

límites de sus prerrogativas, entonces no se configurarían barreras burocráticas 

ilegales. Por tanto, el análisis efectuado resulta necesario. 

 

5.3 ¿Cuál es el régimen de aprobación de autorizaciones para el 
despliegue de infraestructura de telecomunicaciones que establece 
la Ley 29022 - Ley para el Fortalecimiento de la Expansión de 
Infraestructura de Telecomunicaciones y su reglamento? 

 

Para finalizar el análisis del trabajo, es importante abordar la norma que fue 

infringida mediante las barreras burocráticas ilegales. Precisamente, el 

argumento principal utilizado por la CEB es la contravención a la autorización 

emitida conforme al procedimiento de aprobación automática establecido en la 

ley especial. En tanto ello, importa ahondar en la razón de ser del régimen 

establecido para la promoción del servicio público de telecomunicaciones.  

 

Esto nos permite dar cuenta inclusive del porqué a la CEB se le ha otorgado la 

misión de supervisar el cumplimiento de este régimen. En efecto, la Ley 30228 - 
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Ley que modifica la Ley 29022, señaló que en su Novena Disposición 

Complementaria Transitoria que la CEB es ”competente para garantizar el 

cumplimiento de la norma” (Novena Disposición Complementaria Transitoria). 

Siendo ello así, cabe cuestionarse por qué es que a la CEB se le ha dado esta 

misión de forma explícita.  

 

Para empezar, el procedimiento de aprobación de autorizaciones para el 

despliegue de infraestructura de telecomunicaciones se halla en la Ley 29022. 

Esta ley sectorial surge para establecer un régimen especial para fomentar la 

expansión de la infraestructura de telecomunicaciones. Naturalmente, esto 

responde a una necesidad de expansión de las telecomunicaciones para la 

reducción de la brecha digital e incrementar los niveles de interconexión. 

 

Como bien se ha señalado en los antecedentes, el surgimiento de la Ley 29022 

responde a un grave déficit de infraestructura. Este problema, si bien ha logrado 

obtener una respuesta progresiva y más contundente por parte del Estado, no 

ha resultado en esfuerzos suficientes para incrementar en su totalidad la 

conectividad.  

 

Al respecto, conviene recordar que, a día de hoy, aún continúan existiendo 

grandes brechas entre zonas urbanas y rurales, sea en el acceso a internet, 

calidad del servicio o acceso a terminales móviles. Sin embargo, más allá de 

razonar si el problema es el marco jurídico, es importante señalar que más 

parece una problemática relacionada con la burocratización municipal.  

 

Curiosamente, el DL 1256 y la Ley 29022 (en conjunto con su reglamento) tienen 

un fundamento para la inclusión del ámbito municipal en sus disposiciones. 

Como señalamos líneas arriba el DL 1256 consideró que las municipalidades 

eran creadoras de más del 50% de barreras burocráticas declaradas en un 

periodo previo a la emisión de esta norma.  

Respecto a la Ley 29022, esta optó por un régimen de aprobación automática 

precisamente para evitar que la burocratización de las municipalidades impidiera 

solucionar la brecha en infraestructura de telecomunicaciones. Así, la exposición 

de motivos de la Ley 29022 señaló que las ventajas que se esperaban obtener 
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eran la reducción de tiempos, el incremento de diligencia del administrado y la 

agilización de las inversiones en esta materia.  

 

Desde un punto de vista estrictamente jurídico, un procedimiento de aprobación 

automática se inspira en diversos principios, tales como el de simplicidad, 

informalismo, celeridad, etc. Precisamente, lo que se busca es un procedimiento 

simple y claro para los administrados y que incremente la eficiencia de la 

Administración Pública.  

 

Asimismo, conforme señala Ferreyros, este tipo de procedimiento “optimiza las 

libertades de comercio, trabajo e industria (art 59) al remover trabas que de otra 

manera se impondrían a través de los requisitos que demanda la evaluación 

previa (...) pueden impedir que la actividad se realice u obligar a que se desarrolle 

en la informalidad” (2020 p. 51). Con base en este autor, observamos que este 

procedimiento no únicamente se enmarca en cumplir con los principios del TUO 

de la LPAG, sino también con los preceptos constitucionales de nuestra 

constitución económica.  

 

En este entendido, cobra más sentido lo señalado que se le haya encargado a 

la CEB velar por el cumplimiento de lo establecido en la Ley 29022, toda vez que 

la misión que le otorga el DL 1256 implica procurar con la simplificación 

administrativa. En consecuencia, si la Administración Pública infringe un 

precepto del régimen de aprobación automática de la Ley 29022 es lógicamente 

consecuente que tal infracción sea revisada por la CEB.   

 

Lo antes señalado se relaciona con la resolución analizada, pues justamente la 

Municipalidad, mediante sus actos, condiciona el despliegue de infraestructura 

por parte de ATP, a pesar de haberse autorizado conforme al marco legal. Ello 

no únicamente se limita a un perjuicio para el administrado, pues justamente el 

régimen de emisión de autorizaciones en esta materia responde a fin particular.  

En efecto, conforme se ha señalado, la Ley 29022 y su reglamento, al establecer 

este tipo de procedimiento, procura la promoción de la inversión privada en 

infraestructura de telecomunicaciones y la reducción del tiempo para la emisión 

de la autorización.  Justamente, lo determinante en este escenario no 
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únicamente será tener la concesión, sino también que se brinde el contexto ideal 

para desplegar.  

 

Al respecto, Zegarra señala que “lo determinante para la instalación no solo es 

el título concesional, sino aquel marco jurídico del ámbito municipal que es 

necesario que el mismo observe”. En consecuencia, no es posible efectivizar la 

expansión de la infraestructura de telecomunicaciones sin antes procurar que las 

municipales no limiten ilegalmente.  

 

Esto último nos permite realizar una reflexión final sobre este punto y es que las 

barreras burocráticas en esta materia no solo restringen la libertad económica 

de un agente económico o varios. Estas son contrarias a una política mayor, por 

la cual se busca que se reduzcan las brechas de infraestructura y se incremente 

la interconexión.  

 

Tal y como se ha mencionado desde el inicio del presente informe, la 

infraestructura de telecomunicaciones resulta impredecible para superar 

problemáticas de desigualdad social y económica. A pesar de contar con un 

marco jurídico con instrumentos enmarcados en la efectivización del régimen 

económico, encontramos un gran obstáculo por parte del aparato estatal.  

 

En tanto ello, en un caso como el de la denuncia formulada por ATP, podemos 

advertir que las barreras burocráticas configuradas no únicamente se reducen a 

un caso en concreto. Estas implican la necesidad de hallar soluciones más 

generalizadas y complejas, a fin de armonizar el régimen del despliegue de 

infraestructura de telecomunicaciones y el ejercicio de las prerrogativas de las 

municipalidades.  

 

 

VI. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 

1.Culminamos el análisis reiterando la respuesta a la pregunta principal. En 

efecto, el desconocimiento para el despliegue de la infraestructura de 

telecomunicaciones Poste Small Cell Andreas Vesalio en el distrito de San Borja, 
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contenida en el Oficio No. 301-2019, y, el establecimiento de condiciones 

adicionales para la emisión de la autorización, contenidos en el Acta de No. 062-

2019, constituyen una manifestación de barreras burocráticas.  

Tanto el desconocimiento de la autorización como la imposición de condiciones 

adicionales en perjuicio de ATP no precisa de la remisión a una norma. Si bien 

es posible que una ordenanza también pueda contener una barrera burocrática, 

naturalmente, por ser una disposición administrativa, tanto el oficio como el acta 

también pueden ser medios de materialización en la medida en que resulten 

actos administrativos 

Como bien hemos señalado a lo largo del presente trabajo, las disposiciones 

contenidas en el Oficio No. 301-2019 y el Acta de No. 062-2019 constituyen 

barreras burocráticas por sí mismas y no son expresiones de otra barrera 

contenida en una disposición administrativa.  

En efecto, el Oficio No. 301-2019 y el Acta No. 062-2019 son actos 

administrativos en la medida en que son pronunciamientos de una entidad estatal 

destinada a afectar la esfera jurídica de ATP. En efecto, el Oficio No. 301-2019 

desconoce la autorización válidamente otorgada para el despliegue de 

infraestructura, por lo que afecta un acto administrativo favorable para ATP, 

afectando, a raíz de ello, su esfera jurídica.  

Del mismo modo, el Acta No. 062-2019 contiene disposiciones que imponen 

condiciones adicionales. Entre estos, se encuentran la sensibilización de los 

vecinos de la zona aledaña a la implementación del poste, la búsqueda de una 

mejor zona para el poste, que se efectúe una inspección técnica y que se realice 

un proceso constructivo en coordinación con la municipalidad.  

La consideración de acto administrativo de ambos dispositivos legales implica 

que estos puedan ser objeto de revisión dentro del procedimiento de eliminación 

de barreras burocráticas. En consecuencia, el Indecopi cuenta con competencias 

para incidir en el contenido de ambos actos y evaluar su ilegalidad. Asimismo, 

ello también implica poder determinar su inaplicabilidad en el caso en concreto.  
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2. Por otro lado, la ilegalidad de los mismos se determina con una segunda 

cuestión relevante y que radica en la autonomía municipal. Al respecto, como 

bien señala la Municipalidad, estos cuentan con autonomía municipal y, como 

tal, se atribuyen la potestad de limitar el despliegue de infraestructura, 

considerando que esto se encuentra en el marco de sus competencias.  

Si bien, en principio, ello puede ser cierto, la jurisprudencia del TC, la doctrina y 

la propia legislación, conlleva a concluir todo lo contrario. Como se ha 

desarrollado, la autonomía se enmarca en un proceso de descentralización. 

Dentro de este, la actividad de las municipalidades tiene un fin, el cual, en líneas 

generales, se enmarca en el desarrollo económico y eficiente del país.  

También, a las municipalidades se les reconoce las prerrogativas suficientes 

para satisfacer las necesidades de la población dentro de su circunscripción 

territorial. Es por ello que, con el fin de organizar lo que se enmarca en su 

territorio, estos pueden emitir autorizaciones en distintas materias. No obstante, 

las actuaciones de las municipalidades deben tener límites, los cuales se 

encuentran en la ley  

Ahora bien, ello no impide que las municipalidades puedan establecer 

limitaciones al despliegue de infraestructura. Precisamente, abordar esta 

cuestión importa en la medida en que la Municipalidad sí pudo limitar el 

despliegue de infraestructura a ATP en mérito de la fiscalización posterior.  De 

este modo, el marco jurídico permite, aunque con restricciones, la nulidad del 

acto administrativo que otorga la autorización o su revocación.  

3. Por último, he considerado relevante abordar el régimen de autorizaciones 

para el despliegue de infraestructura de telecomunicaciones. Como se ha 

señalado, el marco jurídico está establecido en la Ley 29022 y Reglamento y 

tiene como principal característica que las autorizaciones se emiten mediante un 

procedimiento de aprobación automática.  

Analizar esta norma nos permite concluir que la ilegalidad de la barrera recae en 

la contravención a una ley sectorial. Al establecer un marco jurídico especial y, 

por ende, ser de obligatorio cumplimiento, toda la Administración Pública se 

encuentra obligada a respetar sus disposiciones.  
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Asimismo, explorar los fines de este marco normativo permite dar cuenta de lo 

perjudicial que resulta la burocratización estatal. Esta se arraiga a una 

problemática mayor que es las limitaciones al despliegue de infraestructura de 

telecomunicaciones y, por tanto, a la ralentización de la expansión de las 

telecomunicaciones.  

Precisamente, lo que podemos desprender de un caso como el analizado es que 

las barreras burocráticas en materia de infraestructura no únicamente se limitan 

a afectar a un administrado. Contravenir esta norma especial implica también 

una contravención a una política estatal que busca la reducción de la brecha 

digital.  

Habiendo culminado con el análisis, es posible concluir que las disposiciones 

contenidas en el Oficio No. 301-2019 y el Acta de No. 062-2019 constituyen 

barreras burocráticas ilegales en la medida en que desconocen la autorización 

otorgada a ATP para el despliegue de infraestructura de telecomunicaciones y 

establecen requisitos adicionales para la instalación del poste de ATP.  
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